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Editorial
El número 27 de nuestra revista se plantea a partir de la coyuntura que vive 
actualmente el Perú y toda América Latina, por no decir el mundo. Parece que 
la corrupción tiene las mismas propiedades que la materia, que no se crea ni se 
destruye, solo se transforma, uno que le permite adaptarse a cualquier medio, 
infiltrarse en cualquier espacio y mimetizarse en cualquier entorno. Pero a pesar 
de estas “cualidades” de la corrupción no tenemos una visión pesimista del pro-
blema. Al contrario, creemos que con la suficiente educación y sensibilización 
podremos, en algún momento del camino, alcanzar un país con un Estado sólido, 
con organizaciones que actúen bajo férreos parámetros éticos, los que además, 
tendrían que compartir las organizaciones civiles y empresas privadas.
Odebrecht se ha convertido en la gran prueba de quienes creían que eran inco-
rruptibles, “el que no cayó, resbaló”, su acción ha causado una de las mayores 
crisis institucionales que hemos visto, las clases política y empresarial de América 
Latina se han visto comprometidas, varios presidentes afrontan serios procesos 
legales por corrupción. Este contexto se presenta como un reto mayúsculo para 
nuestro sistema de justicia, pero solo el tiempo nos dirá si estuvo a la altura para 
castigar a los corruptos y alejar la impunidad de aquellos que se asumen dueños 
de la ley y el orden institucional.
La corrupción se erige como un mal pernicioso, no solamente por los intereses 
negociados y el provecho personal de quienes lo aceptan, sino porque frena el 
desarrollo de los países al dejar de lado procesos que beneficiarían con más 
eficacia a la población, en aras de otros que resultan más “rentables” para el 
lucro personal. De hecho, este contexto lo describe mejor Alfonzo W. Quiroz, en 
su libro Historia de la corrupción en el Perú, que en su introducción señala: “Va-
rias generaciones de redes corruptas adeptas a la violación endémica de reglas 
establecidas, así como sus afines interconexiones internacionales, surgen como 
factores que ligan las prácticas corruptas en las esferas pública y privada. Los 
costos económicos e institucionales que acarrea la corrupción son evaluados a lo 
largo del tiempo con el telón de fondo de una población empobrecida.”
Sobre este contexto, para esta edición contamos con la colaboración de siete 
profesionales, ellos desde sus campos de acción reflexionan sobre la corrupción 
y sus efectos, además de plantear algunas propuestas que permitan la cons-
trucción de una sociedad que no se vea tan indefensa frente a la acción corrup-
ta. Alejandro Silva analiza la corrupción desde los derechos humanos, Armando 
Mendoza, reflexiona desde el lado económico, Joan Lara, la deriva al campo 
filosófico, Juan Carlos Ruiz lo hace desde el campo sociológico, Miguel Bueno, 
reflexiona sobre sus efectos en la justicia, al igual que Raúl Calle, el primero des-
de el punto de vista institucional y el segundo desde el punto de vista práctico. 
Finalmente, Javier Ruiz, detalla el proceso para lograr la creación de la Reserva 
Ecológica de Chaparrí, que a simple vista no parece relacionado con el tema 
que nos convoca, pero que al leerlo entenderemos cómo es que se mueven las 
fuerzas poderosas de la corrupción para lograr sus objetivos.
Esperamos que la lectura de la revista sirva de soporte para los debates que se-
guro continuarán generándose en torno a la corrupción, pero también aspiramos 
a que genere un punto de inflexión que nos lleve a cambios personales, para que 
seamos parte del cambio social.

Lima, Diciembre 2019



4

Estas son las razones por las que 
sostenemos que la corrupción 
atenta contra los derechos huma-
nos. De forma general, primero, 
es discriminadora, al impedir que 
los ciudadanos participen en polí-
tica bajo igualdad de condiciones, 
pues en la búsqueda del poder se 
persigue la cooptación del Estado. 
Segundo, amenaza la libertad de 
los ciudadanos para acceder a in-
formación relevante, ya que mani-
pula los medios de comunicación. 
Tercero, mina las instituciones que 
administran justicia y fomenta la 
retroalimentación de los ciclos de 
impunidad. Cuarto, mercantiliza 
el acceso a los derechos funda-
mentales de cobertura universal, 
como la salud y la educación. De 
forma particular, atenta directamen-
te contra los ciudadanos al causar, 
primero, la fuga de talentos, ya que 
bloquea la meritocracia en el apara-
to estatal. Segundo, afecta más a 
los más pobres pues, en proporción 
con los ingresos familiares, pagan 
más que las familias de mayores 
recursos el acceso a los servicios 
básicos. Tercero, impide el desa-
rrollo de comunidades del interior, a 

Corrupción. El primer 
atentado contra los derechos 
humanos y la democracia
Introducción
La corrupción es un problema trasversal que atenta contra los derechos humanos y 
la democracia. Impide el correcto goce de derechos en varias dimensiones y grados, 
desde el deterioro moral de la sociedad y el consecuente socavamiento del estado 
de derecho y del reconocimiento de la libertad e igualdad como derechos universales 
en los que se funda la democracia, hasta el impacto directo en el ciudadano de “a 
pie”. Mercantiliza el acceso a los derechos universales como la salud o la educación 
o provoca la corrosión del libre mercado al que un pequeño empresario se enfrenta 
cuando postula a una licitación arreglada previamente, entre otros.

causa de la infraestructura de acce-
so de mala calidad como producto 
de licitaciones arregladas “bajo la 
mesa”. Cuarto, vulnera los derechos 
económicos, sociales y culturales, 
pues atenta contra el libre mercado, 
de forma tal que los pequeños em-
presarios no pueden competir bajo 
las mismas condiciones. Además, 
y de manera subyacente, socava el 
correcto funcionamiento de la de-
mocracia, marco necesario para la 
adecuada protección y promoción 
de los derechos fundamentales. 

Contexto
La corrupción y la inseguridad ciuda-
dana son los principales problemas 
del país (Proética, 2019). Y como la 
corrupción ocupa el segundo lugar 
ha adquirido una conformación es-
tructural que es, a la vez, causa y 
efecto de muchos de los males que 
padece actualmente el Perú. Por 
ejemplo, sus múltiples expresiones 
destruyen la confianza de la ciuda-
danía en las instituciones democrá-
ticas, debilita la gobernabilidad y 
deteriora la calidad de nuestras insti-
tuciones, impacta negativamente en 

Alejandro Silva Reina 
Abogado por la Universidad San Martín de 
Porres (1996), Magister en Ayuda Interna-

cional Humanitaria por la Universidad de 
Deusto, Bilbao - España (1999), Diplomado 
en Estudios de Posgrado en Derechos Hu-
manos de la Pontificia Universidad Católica 

del Perú (2010), Magister en Derechos 
Humanos por la Pontificia Universidad 

Católica del Perú (2013). Se ha desempeña-
do como asesor del despacho de la FiscalÌa 

de la Nación (Ministerio Público), director 
general para la Seguridad Democrática en el 
Ministerio del Interior, director del Programa 

Municipal de Defensa de las Víctimas de 
Accidentes de Tránsito (Municipalidad Met-
ropolitana de Lima). Es consultor en temas 
de Derechos Humanos y Democracia para 
el Programa de las Naciones Unidas para 

el Desarrollo - PNUD y docente en distintas 
universidades. Especializado en temas de 

anticorrupción en sistemas de justicia por el 
Banco Mundial. Egresado de Interquorum. 
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1.	 https://larepublica.pe/economia/1156016-la-corrupcion-no-solo-afecta-el-pbi-sino-tambien-la-competitividad-del-pais 
2. 	https://gestion.pe/economia/fmi-corrupcion-mayor-problema-negocios-240678 
3. 	Quiroz, Alfonso. La Historia de la Corrupción en el Perú. IEP, 2013
4. 	https://www.andina.pe/agencia/noticia-vizcarra-corrupcion-afecta-a-los-mas-pobres-y-eso-luchamos-contra-ella-727053.aspx 
5. 	https://idl-reporteros.pe/los-sobrecostos-de-odebrecht-en-peru/

el desarrollo, profundiza la desigual-
dad y fomenta la retroalimentación 
de los ciclos de impunidad, entre 
otros males. Además, la corrup-
ción le impide al Estado maximizar 
el presupuesto para promover el 
crecimiento y el desarrollo de los 
ciudadanos. Por un lado, es difícil 
determinar exactamente cuánto 
perdemos al año por esta causa; 
sin embargo, tenemos algunos 
estimados. El Fondo Monetario In-

ternacional (FMI) afirma que los paí-
ses con problemas de corrupción 
podrían aumentar en 5% su inver-
sión privada si es que reforzaran su 
marco institucional contra ella,1 en 
ese sentido, el director ejecutivo del 
Instituto de Economía y Desarrollo 
Empresarial (IEDEP) de la Cámara 
de Comercio de Lima, afirmó que 
nuestro país pierde “entre 2,5 y 3 
puntos porcentuales del PBI. Ello 
significa entre US$ 5.650 millones y 

US$ 6.780 millones cada año”;2 el 
especialista en la historia económi-
ca del Perú, Alfonso Quiroz, calculó 
que durante la década de 1990 los 
fondos desviados por corrupción 
eran equivalentes al 50% del gasto 
público, esto es, el 4,5% del PBI de 
esa misma década;3 por otro lado, 
el presidente de la República, Mar-
tín Vizcarra, mencionó que el Esta-
do peruano pierde 10 mil millones 
de soles al año.4

El gasto público en educación y salud es menor en los paises donde la 
corrupción es mayor

Fuente: FMI, Government Finance Statics, y estimaciones del personal técnico del FMI.
Nota: Los datos corresponden a 2016.
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Fuente: Proética. XI Encuesta nacional sobre percepciones de la corrupción en el Perú 2019.

Bajo este contexto, la investigación 
de IDL-Reporteros determinó que 
por 15 obras adjudicadas a la cons-
tructora brasilera Odebrecht en un 
lapso de 16 años, el Estado perua-
no pagó un sobrecosto de más de 
4.693 millones de nuevos soles,5 lo 
que equivale a cinco veces el pre-
supuesto destinado para el progra-
ma educativo Beca 18 o 77 veces 
el presupuesto destinado el año 
2016 para el Servicio Nacional de 
Áreas Naturales Protegidas por el 
Estado (Sernanp), o a 102 veces el 
presupuesto nacional destinado al 
Cuerpo General de Bomberos Vo-
luntarios.

PRIORIDADES SESGADAS
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Marco Conceptual
La corrupción constituye un fenó-
meno complejo y transversal defi-
nido desde varias perspectivas por 
la ciencia política, los economistas y 
los sociólogos. Sin embargo, y con 
independencia de a qué definición 
nos adscribamos, pensarla como 
un atentado contra la democracia 
es enriquecedor, ya que nos permite 
un analisis de varios niveles y enten-
derla, además, como un atentado 
contra los derechos humanos. En 
ese sentido, revisaremos varias de-
finiciones de corrupción y sus tipo-
logías a partir de diversos enfoques, 

La corrupción constituye un fenómeno 
complejo y transversal definido desde varias 
perspectivas por la ciencia política, los 
economistas y los sociólogos.

así podremos determinar cuál es la 
que mejor se acomoda al de los de-
rechos.

Hubo, hay y, seguramente, habrá 
diversas definiciones de corrupción, 
por ejemplo, la que Alfonso Quiroz 
recoge de Antonio de Ulloa, del siglo 
XVIII,6 cita que figura en el Protocolo 
Contra la Corrupción de la Comuni-
dad para el Desarrollo de África del 
Sur7 (SADC), que es el único tratado 
o convención internacional que ofre-
ce una definición de este concepto; 
o quizá la definición que desarrolla 
el Consejo Internacional de Políticas 
de Derechos Humanos (ICHRP)8 o 

6.	 “(...) se entiende como el mal uso del poder político-burocrático por parte de camarillas de funcionarios, coludidos con mezquinos intereses privados, 
con el fin de obtener ventajas económicas o políticas contrarias a las metas de desarrollo social mediante la malversación o el desvío de recursos 
públicos, junto con la distorsión de políticas e instituciones”. (Quiroz, 2013, pág. 30)

7.	“El artículo 1 declara: La ‘corrupción’ quiere decir cualquier acto al que se refiere el artículo 3° y que incluye el cohecho o cualquier otro comportamien-
to relacionado con las personas a las que se han encomendado responsabilidades en los sectores público y privado que violan sus deberes como 
servidores públicos, empleados privados, agentes independientes u otras relaciones de este tipo y que tienen como fin obtener ventaja indebida o de 
cualquier otra clase para ellos o para otros” (ICHRP, 2009) p. 23.

8.	“(...) mal uso del poder encomendado para obtener beneficios privados” (Martinón Quintero, 2016, pág. 13)
9.	“La gran corrupción es el abuso del poder público en las instancias más elevadas del Estado para obtener ganancias indebidas.” (Defensoría del Pue-

blo, 2017, pág. 3)

la de la Defensoría del Pueblo,9 en-
tre otras. Y, a pesar de que contar 
con una definición legal más precisa 
del término resultaría muy útil para 
vincular más claramente los actos 
de corrupción con las violaciones 
de derechos humanos, lamenta-
blemente no contamos con una, 
por eso, asumiremos como actos 
corruptos con connotación penal 
aquellos que se encuentran bajo el 
encabezamiento de “Actos Corrup-
tos”.

Para contribuir con este ejercicio, 
el Consejo Internacional de Políti-
cas de Derechos Humanos (ICHRP) 
confeccionó una lista medular y no 
exhaustiva de los actos de corrup-
ción, inferida de la Convención An-
ti-Corrupción de las Naciones Uni-
das (CNUCC), el único tratado en 
esta materia abierto a la membresía 
universal. A continuación enuncia-
remos los actos de corrupción pre-
sentes en ella (ICHRP, 2009, págs. 
23-25):
•	Soborno (Artículos 15 y 16 

CNUCC)
• Malversación o peculado (Artícu-

lo 17 CNUCC)
• Tráfico de influencias (Artículo 18 

CNUCC)
• Abuso de funciones (Artículo 19 

CNUCC)
• Enriquecimiento ilícito (Artículo 

20 CNUCC)

Elementos
Encontramos, entonces, varias de-
finiciones de lo que es la corrupción. 
En ellas existen varios elementos 
comunes que podemos identificar. 
Por ejemplo:
-	 los intereses particulares priman 

sobre los intereses públicos, yFoto: Ramiro García.
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-	 los actos corruptos se fundan en 
un abuso del poder.

En este sentido, Nash Rojas identi-
fica tres elementos comunes en los 
distintos actos corruptos (Nash Ro-
jas, 2014):
1. Capacidad de uno o varios agen-
tes vinculada a un sistema normativo 
que permite tomar decisiones en fun-
ción de intereses ajenos a éste.
2. Violación de la normativa. El acto 
corrupto se encuentra motivado por 
un beneficio privado que no se ob-
tendría si el agente corrupto siguiera 
el marco normativo estipulado.
3. Secretismo, en la medida en la 
que se trata de actos que el agente 

corrupto mantiene en secreto por su 
carácter negativo y las posibles san-
ciones que pueden acarrear.

Tipologías
En la bibliografía consultada para 
sistematizar estas ideas también 
encontramos diversas tipologías de 
corrupción. Nash Rojas, por ejemplo, 
clasifica algunas de ellas. Encontra-
mos entonces, la diferencia entre 
“pequeña corrupción” y “gran co-
rrupción”. La primera se refiere a la 
corrupción de la que son víctimas los 
ciudadanos que interactúan con em-
pleados del Estado de primera línea. 
En este sentido, se le denomina tam-
bién “baja corrupción” por los temas 
concernidos, las modestas sumas 
de dinero involucradas y la limitada 
magnitud de los impactos de los ac-
tos corruptos perpetrados individual-
mente. La segunda, por el contrario, 
involucra a los altos funcionarios del 
Estado (como presidentes, ministros, 
etcétera) y, por ello, con un impacto 
mucho mayor.

Otra de las clasificaciones es la que 
diferencia entre “corrupción política” 
y “corrupción no política”. La primera 

Otra de las clasificaciones es la que diferencia 
entre “corrupción política” y “corrupción no 
política”. La primera apela al mal uso del poder 
político para obtener fines particulares; y, la 
segunda, a las violaciones de la normativa por 
parte de un colectivo privado. 

Foto: Ramiro García.
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La definición que la Defensoría del Pueblo 
hace de la corrupción describe la desviación 
discrecional con la que el funcionario público 
se aparta del sistema normativo propio de la 
institución y hace presente el propósito que 
busca el agente corrupto.

apela al mal uso del poder políti-
co para obtener fines particulares; 
y, la segunda, a las violaciones de 
la normativa por parte de un co-
lectivo privado. Una tercera tipolo-
gía se basa en la racionalidad del 
mercado. Esto es, “la corrupción 
se explicaría principalmente por la 
conjugación de dos variables (...) 
[la] disponibilidad de corromperse, 
que permanece constante, mien-
tras que la otra, referida a las opor-
tunidades de corromperse, sería la 
variable contingente que explica la 
elección racional de la conducta 
corrupta.” (Nash Rojas, 2014, pág. 
18).
La definición que la Defensoría 
del Pueblo hace de la corrupción 
describe la desviación discrecional 
con la que el funcionario público se 
aparta del sistema normativo pro-

pio de la institución y visibiliza el 
presente el propósito que busca el 
agente corrupto. Es decir, se pre-
senta como “el mal uso del poder 
público, entendido como el incum-
plimiento de los principios del buen 
gobierno, así como los preceptos 
éticos presentes de la sociedad.” 
Además, “Los actos de corrup-
ción tienen el propósito de obtener 
ventajas o beneficios indebidos 
para quien actúa o para terceros, 
en perjuicio del bienestar general.” 
(Yamada & Montero, 2011, pág. 5)

Así, cualquiera que sea la forma 
que tome la corrupción, termina, 
directa o indirectamente por afec-
tar el ejercicio de libertades y dere-
chos de todos y todas, con mayor 
impacto en las personas o colec-
tivos que presentan una situación 
de vulnerabilidad. u

Fuente: Proética. XI Encuesta nacional sobre percepciones de la corrupción en el Perú 2019.
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No solo es económico: lo 
que nos cuesta la corrupción
Aunque hoy en día el tema de la corrupción está al centro de la agenda nacional, en 
verdad no podemos decir que ello tenga algo de novedoso. Por el contrario, a lo largo 
de nuestra historia como país el fenómeno de la corrupción ha sido una presencia 
constante, más o menos visible según las circunstancias, que ha acompañado, 
distorsionado y pervertido una diversidad de procesos políticos, sociales y económicos. 

Armando Mendoza Nava 
Economista. Magister en Economía y Finanzas 

Internacionales. Ha sido jefe de la Oficina de 
Finanzas de ESSALUD y jefe del Equipo de 

Investigación de Petroperú. Funcionario de la 
CEPAL, destinado a la oficina regional en Trinidad 
y Tobago. Actualmente se desempeña en Oxfam 

Perú como oficial de investigación, con énfasis 
en el desarrollo sustentable y polÌticas públicas, 
incluyendo regímenes tributarios, transparencia 
y gobernanza de las industrias extractivas. Ha 

sido investigador visitante en la Universidad de 
Michigan (EE.UU) en el 2018. Tiene diversas 

publicaciones sobre los temas de recursos 
naturales, lucha contra la pobreza y la desigualdad 

y economía internacional.

Bonanzas diluidas, guerras perdi-
das, reformas frustradas; práctica-
mente en todos los casos en los 
que como país sufrimos retrocesos 
y desastres, basta con rascar un 
poco la superficie para encontrar 
que en algún lugar anidaba la co-
rrupción y entender que este fenó-
meno fue una de las razones funda-
mentales de nuestro fracaso. Pero 
la corrupción no se limita al pasa-
do. También es parte de nuestro 
presente. Lamentablemente, para-
fraseando a González Prada, en el 
Perú, donde se pone el dedo, sigue 
saltando la [el] pus.

La corrupción nos cuesta 
(económicamente)
La corrupción es un fenómeno 
complejo y fluctuante, a menudo 
ambiguo y que puede ser difícil de 

identificar y definir. Esta dificultad 
para percibirla en su integridad se 
refleja a su vez, en la dificultad para 
precisar su impacto. Aunque existe 
un volumen creciente de investiga-
ciones sobre los costos y efectos 
que genera, lo cierto es que por su 
misma naturaleza mucho de lo que 
sabemos o pretendemos saber se 
basa en estimaciones y conjeturas.
Pero incluso con limitaciones y ca-
rencias, existen diversos estudios 
que ofrecen aproximaciones al cos-
to económico de la corrupción y po-
nen en relieve la pesada carga que 
representa para el país. De acuerdo 
con la Defensoría del Pueblo, la co-
rrupción nos costaría anualmente 
el 10% del presupuesto público.1 
Para el 2019, esto representa alre-
dedor de S/ 19 mil millones de so-
les; monto casi equivalente a toda 

1.	 Defensoría del Pueblo (2017). Radiografía de la corrupción en el Perú. En: https://www.defensoria.gob.pe/wp-content/uploads/2018/08/Reporte-de-corrup-
cion-DP-2017-01.pdf

Foto: Ramiro García.
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la asignación presupuestal para la 
función salud. En esa misma línea, 
otras entidades, tales como el Ban-
co Mundial, han establecido que 
las pérdidas anuales debido a esta 
causa ascenderían a entre el 2 y el 
5% de nuestro Producto Bruto In-
terno (PBI).
En particular, el trabajo de análisis 
que el desaparecido historiador Al-
fonso Quiroz emprendió sobre el 
costo de la corrupción a lo largo 
de nuestra vida republicana consti-
tuye probablemente el intento más 
coherente y ambicioso por siste-
matizar lo que como país hemos 
perdido y seguimos perdiendo. Al 
reconocer las múltiples limitaciones 
de información para un análisis más 
preciso, Quiroz llegó a estimar que 
anualmente el costo de este fenó-
meno para el país habría represen-
tado en promedio entre 3 y 4% del 
PBI.2

Más allá de lo precisas o no que 
puedan ser las estimaciones del 
costo de la corrupción, es induda-
ble que estamos hablando de un fe-
nómeno terriblemente oneroso para 
todos los peruanos. Decir esto no 
es una perogrullada, sino una mera 
constatación a partir de la evidencia 
histórica, pero también a partir de 
la nueva evidencia surgida con el 
develamiento de la extensa red de 

corrupción construida alrededor de 
la entrega de concesiones y contra-
tos de obras públicas a la transna-
cional brasileña Odebrecht.3

Bajo este contexto, términos como 
“Odebrecht”, “Lavajato”, “Club de 
la Construcción”, “Codinome”, van 
formando parte del vocabulario de 
los peruanos según avanzan las 
investigaciones de las operaciones 
de Odebrecht y sus asociados. Con 
una mezcla de asombro y repulsión 
hemos descubierto la red de co-
rrupción que esta empresa cons-
truyó a lo largo de décadas, una 
maraña que involucra a presidentes 
y altos funcionarios pertenecientes 
a todos los gobiernos que hemos 
tenido del 2001 a la fecha.

Aunque estamos lejos de conocer 
en toda su extensión el impacto de 
las actividades de Odebrecht, está 
claro que el costo económico para 
el Estado y el país es enorme. Se 
estima que los sobrecostos aso-

Más allá de lo precisas o no que puedan ser 
las estimaciones del costo de la corrupción, es 
indudable que estamos hablando de un fenómeno 
terriblemente oneroso para todos los peruanos.

2.	 V  Quiroz, A. (2005). Costos históricos de la corrupción en el Perú Republicano. En: El pacto infame: estudios sobre la corrupción en el Perú. Portocarrero, F. 
(Editor).

3. Ojo Público (2019). Los millonarios pagos de Odebrecht en Perú. En: https://lavajato.ojo-publico.com/articulo/los-pagos-de-odebrecht-en-peru/
4.	Gestión (2019). Lavajato: Los sobrecostos de 40 obras ascenderían a US$ 3.509 millones. En: https://gestion.pe/peru/politica/lava-jato-sobrecos-

tos-40-obras-ascenderian-us-3-509-millones-263166-noticia/

ciados a 40 contratos de obras 
públicas y concesiones que se le 
otorgaron entre el 2001 y el 2016 
ascenderían a un acumulado que 
supera los US$ 3.500 millones de 
dólares.4 Este es un caso que evi-
dencia la magnitud del costo eco-
nómico de la corrupción en el Perú. 
Sin embargo, hay que reconocer 
que, pese a su magnitud, es solo la 
punta del iceberg.

También hay costos que 
van más allá de lo econó-
mico
Millones de dólares, millones de so-
les. La danza de cifras alrededor de 
Odebrecht y otros casos de corrup-
ción no cesa y es natural que el im-
pacto económico esté al centro de 
las denuncias e investigaciones y, 
por ende, acapare portadas y titu-
lares. Pero el impacto de la corrup-
ción no se detiene en lo económico. 
Las oportunidades perdidas, las 

Montos contratados con cada gobierno
Alejandro Toledo Alan García Ollanta Humala

Monto total Monto total Monto total
S/. 3’987,503,372.00 S/. 6’797,984,583.45 24’409,599,441.84

S/. 452,120,285.60 S/. 3’493,632,914.75 S/. 1’591,485,616.50
Los más importantes Los más importantes Los más importantes

2001-2006 2006-2011 2011-2016

Contratos Contratos ContratosConcesiones Concesiones Concesiones

Interceptor Norte
Carretera Tingo María - Aguaytía, Tramo II
Sistema de agua potable de Chimbote

Metro de Lima - Línea 1 - Tramo II
Metro de Lima Línea 1 Tramo I
Carretera: Callejón de Huaylas - Chacas - San Luis

Carretera El Arenal - Punta de Bombón
Obra construcción de la Via Costa Verde Tramo Callao
Av. Evitamiento de la ciudad del Cusco

Fuente: IDL Reporteros. https://idlreporteros.atavist.com/contratos-odebrecht-peru
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cargas adicionales, los problemas 
colaterales que se derivan no son 
usualmente contabilizados, pero no 
por ello son menos reales.
El impacto de la corrupción sobre el 
Estado y la sociedad no puede limi-
tarse a una contabilización de pér-
didas monetarias directas e inme-
diatas. Por el contrario, trasciende 
largamente lo económico y abarca 
aristas y dimensiones múltiples, con 
consecuencias directas e indirec-
tas que se prolongan en el tiempo. 
Existen costos sociales, ambienta-
les, políticos, incluso culturales, que 
se asocian y derivan de ella.
Por ejemplo, la corrupción en la 
construcción de un hospital no solo 
implica la pérdida económica para 
el Estado por la realización de una 
obra sobrevaluada, deficiente o, 
inclusive, que no se llega a realizar. 
También hay que considerar las 
consecuencias negativas para la 
salud de la población, que finalmen-
te no contará con un local adecua-
do para atenderse; o por el tiempo 
y costo adicional para acceder a la 
atención de salud; el incremento en 
la morbilidad y mortalidad, etcétera; 
todos estos factores trascienden 
largamente el costo económico in-
mediato y directo.
La corrupción, si no se combate y 
controla nos empobrece econó-
micamente y como consecuencia, 
también empobrece una diversi-
dad de elementos de nuestra vida. 
Cuando la corrupción se extiende 
sin control y reina con impunidad 
genera una cultura de desconfian-
za, cinismo e indiferencia. Como 
ciudadanos nos encallecemos, nos 

aislamos, dejamos de ser solida-
rios, dejamos de creer en nuestro 
país. Cada acto de corrupción que 
se produce, especialmente sí que-
da impune, nos empobrece y nos 
denigra como Estado y como so-
ciedad, nos envilece, nos convierte 
en un remedo de la nación desarro-
llada e integrada que aspiramos a 
ser.

¿Desarrollados, pero co-
rruptos?
En octubre del 2019, los peruanos 
nos enteramos de que nuestro país 
está considerado entre los 50 más 
corruptos del mundo. El Informe 
Global de Competitividad del Foro 
Económico Mundial no deja espacio 
para dudar de nuestra penosa situa-
ción en el campo de la gobernanza 
y el control de la corrupción: entre 
141 países analizados, el Perú ocu-
pa el puesto 91 por transparencia, 
el puesto 122 por independencia del 

Foto: Ramiro García.

La corrupción, si no se combate y controla 
nos empobrece económicamente y como 
consecuencia, también empobrece una 
diversidad de elementos de nuestra vida.

Poder Judicial y el 131 por confiabi-
lidad de la policía.5

Desgraciadamente, esta noticia no 
sorprende. Hace buen tiempo que 
sabemos que vivimos en un país en 
el que la corrupción y la impunidad 
han sido históricamente la norma an-
tes que la excepción. El avance eco-
nómico y social que se ha logrado en 
el pasado no se ha trasladado ni re-
flejado, salvo contadas excepciones, 
en una institucionalidad más fuerte y 
en mayor transparencia y honestidad 
en el manejo de los asuntos públicos. 
Por el contrario, da la sensación de 
que el auge económico de la pasada 
década paradójicamente, fue un cal-
do de cultivo que estimuló el avance 
la corrupción.
Colectiva e individualmente, los pe-
ruanos aspiramos a un país mejor, 
próspero, desarrollado, estable. 
¿Estos justos anhelos son factibles 
a pesar de la corrupción? ¿Cómo 
nos afecta la corrupción en relación 
con el desarrollo económico y social? 
¿Cómo impacta en nuestro afán de 
progresar como país e integrarnos a 
la comunidad de países más avanza-
dos en lo económico y lo social?
La revisión de los indicadores de de-
sarrollo económico y social, y de los 
indicadores de transparencia y go-
bernanza a nivel global indica que 
existe una correlación inversa entre 

5.	 World Economic Forum (2019). The Global Competitiveness Report 2019.
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desarrollo y corrupción. Así, no es ca-
sualidad que los países con mejores 
resultados en indicadores vinculados 
al desarrollo económico y niveles de 
vida sean, por lo general, países en 
los que existe una gobernanza fuerte, 
transparencia en los asuntos públicos 
y en los que la corrupción, aunque sin 
duda existe, se combate con vigor.
La importancia de la lucha antico-
rrupción como un eje clave para el 
desarrollo no puede ser soslayada. 
En efecto, la mayor o menor presen-
cia de la corrupción en un país podría 
incluso servir como una referencia 

bién se observa en Latinoamérica. 
Y es ahí donde se constata que el 
Perú, como en tantos otros rubros, 
es un país que se debate entre el 
ser y el no ser.7 Nuestra posición en 
los índices de desarrollo humano y 
de transparencia internacional nos 
ubican en la parte media de los re-
sultados regionales, es una buena 
representación de donde estamos: 
a medio camino del desarrollo, pero 
también a medio camino de ser un 
país en el que la honestidad en los 
asuntos públicos es la regla y no la 
excepción (ver Gráfico 1).

6. Novoa, Y. (2017). ¿Cómo afecta la corrupción al desarrollo del Perú? En: http://idehpucp.pucp.edu.pe/notas-informativas/como-afecta-la-corrupcion-al-de-
sarrollo-del-peru/

7.	Cruzando los datos más recientes del Índice de Desarrollo Humano (IDH) de las Naciones Unidas para el Desarrollo (2017) y del Índice de Percepciones de la 
Corrupción (IPC) de Transparencia Internacional (2018).

si vemos la situación de los países más desarrollados, 
comprobamos que son países en los que su presencia 
es menor, gracias a la existencia de mecanismos de 
control y sanción públicos y privados oportunos y 
efectivos.

de qué tanto avanza en su desarro-
llo.6 No es casual que al analizar el 
conjunto de países más pobres del 
mundo, casi sin excepción cons-
tatemos que se trata de países en 
los que la corrupción impera. Por el 
contrario, si vemos la situación de 
los países más desarrollados, com-
probamos que son países en los 
que su presencia es menor, gracias 
a la existencia de mecanismos de 
control y sanción públicos y priva-
dos oportunos y efectivos.
Esta relación virtuosa entre menor 
corrupción y mayor desarrollo tam-

la corrupción. La enorme ineficien-
cia en el manejo de los programas 
estatales, el desperdicio de recur-
sos en proyectos sobrevaluados, el 
favoritismo y trato diferenciado en 
los procesos judiciales, la multipli-
cación de distorsiones en el merca-
do interno, el auge de monopolios 
y carteles. Todos ellos; en mayor o 
menor medida, expresan la corrup-
ción que afecta y retrasa nuestro 
desarrollo.

Gráfico 1

Somos un país con enormes aspi-
raciones de progreso y mucho he-
mos avanzado ya en ese empeño. 

Pero en demasiados aspectos, ese 
avance ha sido insuficiente y preca-
rio debido al negativo impacto de 
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En Latinoamérica también la transparencia y la gobernanza cuentan para el desarrollo
En una región históricamente marcada por la corrupción, también se ve la correlación entre mayor 
transparencia y mayor desarrollo social

Fuente: Foro Económico Mundial y Naciones Unidas para el Desarrollo.
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El progreso material del país tiene que 
ir acompañado por el avance de una 
cultura de transparencia que reduzca 
la presencia de la corrupción, si pre-
tendemos seguir el sendero de los 
países más ricos y prósperos, como 
los países pertenecientes a la Organi-

Gráfico 2

zación para la Cooperación y el Desa-
rrollo Económico (OCDE), a la que el 
Perú es candidato. En estos países la 
gobernanza y la transparencia en los 
asuntos públicos y privados es un ele-
mento central que apuntala el bienes-
tar económico y social (ver Gráfico 2).

La data disponible no deja lugar para 
dudas. En términos de desarrollo hu-
mano y de transparencia y fiscalización 
estamos muy a la zaga de los países 
de la OCDE. La considerable brecha 
que existe entre estos ámbitos: desa-
rrollo humano y lucha anticorrupción 
solo podrá ser superada si es que se 
abordan ambos simultáneamente. El 
esfuerzo por mejorar el bienestar y las 
oportunidades para los peruanos en el 
campo social solo puede sostenerse 
si se acompaña con el avance en las 
prácticas de transparencia y honesti-
dad en el accionar público y privado.

La tarea por delante
En el Perú estamos muy lejos de cons-
truir un sistema en el que la transpa-
rencia y la integridad en el manejo de 
los asuntos públicos sean la norma y 
no la excepción. Pese a los avances 
logrados hasta ahora para sanear 
áreas críticas como el Poder Judicial, 
y el esfuerzo desde sectores del Poder 
Ejecutivo y la sociedad civil para forta-
lecer la fiscalización y la trasparencia, 

el nuestro es un país en pugna cons-
tante con la corrupción en sus diver-
sas expresiones, enfrentando sectores 
con enorme poder económico y polí-
tico que tienen mucho que perder si 
cambia el statu quo en el cual medra 
la impunidad.
La lucha contra la corrupción es una 
tarea que nos concierne a todos, pues 
está en juego nuestro futuro como 
un país viable, uno en el que existan 
y se respeten un conjunto de reglas 
que aseguren el juego limpio entre los 
distintos intereses que entrelazados 
constituyen el armazón que sostiene 
las estructuras sociales. La íntima rela-
ción entre el avance de la lucha antico-
rrupción y el desarrollo expresa de ma-
nera clara lo que realmente nos cuesta 
su permanencia y nos traza el horizon-
te al que debemos apuntar para que 
el Perú, que rápidamente se aproxima 
a los 200 años de vida independiente, 
pase de ser esa promesa inconclusa 
de la que hablaba Basadre, a ser una 
realidad sobre la cual podamos cons-
truir una vida mejor para todos. u
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Aun muy lejos de consolidarnos en el desarrollo y en la lucha contra la corrupción
Para que el Perú aspire a los niveles de desarrollo y prosperidad de los países OCDE, es indispensable 
que también se avance en la transparencia y la lucha anticorrupción.

Fuente: Foro Económico Mundial y Naciones Unidas para el Desarrollo.



Prolegómenos

La corrupción es una de las principales preocupaciones de la ciudadanía. 
Forma parte de nuestra vida cotidiana. Los medios de comunicación nos 
muestran sus detalles diariamente. Se expresa en sus múltiples dimensiones: 
económica-empresarial, social, política, jurídica y cultural, dimensiones muchas 
veces interrelacionadas.

Ciudadanía y corrupción: más 
allá de los individuos, más allá de 
los efectos

Joan Lara Amat y León
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Este artículo propone una visión 
integradora del fenómeno de la co-
rrupción desde una aproximación 
de la filosofía política en diálogo 
con las ciencias sociales. Por ello, 
se presentarán algunas claves de 
interpretación y reflexiones sobre 
cómo abordar este fenómeno. Se 
trata, pues, de un esfuerzo para 
aportar una mejor comprensión de 
la corrupción a través del estudio 
de sus condiciones de posibilidad, 
sus relaciones con la sociedad y la 
necesidad de entender su funcio-
namiento como paso previo a una 
valoración. Así, se argumentará que 
únicamente una ciudadanía empo-
derada puede hacer que las institu-
ciones funcionen eficazmente en la 
lucha contra la corrupción.

De los hechos a la valo-
ración

Es una constatación obvia que 
“la corrupción es mala” pero tam-
bién es una afirmación tautológi-
ca, puesto que la propia palabra 
“corrupción” designa su valoración 
negativa, la sustantividad de una 
maldad. Ello nos permite emitir un 
juicio moral a priori, antes de la ex-
periencia, antes de conocer los de-
talles concretos del acto corrupto: 
cualquier corrupción es necesaria-
mente mala. No puede haber una 
corrupción “buena”, no se puede 
defender la corrupción, una persona 
no puede definirse como corrupta y 
pretender ser aceptada y valorada 
socialmente.

De hecho, la propia corrupción no 
solo es un sustantivo, también es un 
adjetivo que califica negativamente 
actividades, acciones y personas. 
De esta manera, además de cali-
ficar una realidad, también es un 
insulto político: “X es un corrupto”. 
Así pues, la intrínseca inmoralidad 
de la corrupción tiende a situarla 
en el campo de la ética, un campo 
necesario pero no único. El juicio 
ético no puede abrir y cerrar el aná-
lisis, ha de ser la consecuencia de 
la evaluación de los hechos y solo 
después, proceder a su valoración. 

Foto:  Ramiro García.
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Como la corrupción no afecta úni-
camente a las acciones individuales 
sino a lo colectivo, esa valoración ha 
de ser tanto ética como política. Una 
valoración como pre-juicio, en lugar 
de un post-juicio, nos puede nublar 
la vista del estudio sobre la explica-
ción de la corrupción, puede llevar-
nos a excesos de moralina que nos 
hagan cómplices de injusticias por la 
incomprensión de los hechos. Por 
otro lado, historiar la corrupción nos 

acerca a ésta como un fenómeno 
social a lo largo del tiempo. La obra 
de Alfonso W. Quiroz (2013): Historia 
de la corrupción en el Perú, para el 
ámbito local, y la reciente de Carlo 
Alberto Brioschi (2019): Breve histo-
ria de la corrupción. De la antigüe-
dad a nuestros días, para el ámbito 
global, constituyen un intento de dar 
cuenta del fenómeno y relatar los an-
tecedentes de la corrupción actual. 
Pero debemos evitar la conclusión 

sin embargo, en el siguiente periodo, 
removerlas. 

Esos cambios legislativos expresan 
muy bien el hecho de que una misma 
conducta pueda ser punible o no, se-
gún la opción política que prevalezca. 
Parecería que de lo que se trata es 
de tener un buena legislación puniti-
va para combatir la corrupción, pero 
estas opciones lo único que hacen es 
trasladarnos de la política al derecho, 
o mejor dicho, al estudio político del 
derecho. Así pues, tanto la historia 
como la política nos acercan a los 
contornos borrosos de la corrupción.

Las causas de la corrup-
ción frente a sus efectos
Desde las últimas décadas, y a par-
tir de la hegemonía neoliberal, la ex-
plicación de los fenómenos sociales 
se ha desplazado hacia el individuo; 

Que un parlamentario promueva 
leyes a favor de quienes financiaron 

su  campaña política

Que una autoridad elegida coloque a 
simpatizantes pocos calificados en puestos clave.

Dar bienes o pagar una “propina” para 
agilizar un trámite o evidar una multa.

Comprar productos o 
servicios piratas. 

Que una autoridad elegida entregue contratos de grandes obras 
públicas a empresarios que financiaron su campaña

TOLERANCIA A LA CORRUPCIÓN

70%

66%
65% 73%

65%

Nota: Nivel de tolerancia media a conductas de corrupción
Fuente: Proética. XI Encuesta nacional sobre percepciones de la corrupción en el Perú 2019.

Dificultades en la compren-
sión de la corrupción
Dos son los elementos principales 
que dificultan aparentemente, el es-
tudio de la corrupción: la historia y la 
política. Por un lado, en el campo de 
la historia se constatan las diferentes 
formas en las que se han presenta-
do los actos de corrupción a lo largo 
del tiempo: la corrupción ha seguido 
la evolución de las técnicas económi-
co-empresariales, ahora aceleradas 
y sin distancias gracias a las tecno-
logías de la información, como parte 
del paisaje desolado que ha dejado la 
globalización actualmente en crisis. 
Esa variabilidad de casos a lo largo 
de la historia podría desorientarnos 
en su comprensión.

Por otra parte, las dificultades tam-
bién han surgido en el campo de la 
política, de las diferentes formas que 

tienen las propuestas políticas de 
concebir la justicia y de establecer 
una prioridad y jerarquía entre los va-
lores políticos de libertad e igualdad; 
y es especialmente, de esa jerarquía, 
que se extraen las formas de con-
cebir la corrupción. Estas diferentes 
concepciones de justicia explican la 
diversidad de sus contenidos aso-
ciados a la corrupción y su situación 
en las diferentes legislaciones de los 
países que hacen que los actos de 
corrupción perseguidos y sanciona-
dos en un país, en otro, en cambio, 
puedan ser legales, valorados social-
mente de forma positiva e incluso es-
timulados, como bien muestra Jorge 
F. Malem Seña (2002) en su libro La 
corrupción. Aspectos éticos, econó-
micos, políticos y jurídicos y en otras 
obras posteriores. Es más, en un 
mismo país, en un determinado pe-
ríodo, se puede legislar un conjunto 
de medidas contra la corrupción y, 

superficial de que la corrupción ha 
existido siempre y que por ello, es 
irremediable y fatuo intentar com-
batirla. En vez de ello, la historia de 
la corrupción nos debe aportar ele-
mentos de análisis que nos permitan 
estar atentos y examinar bajo qué 
condiciones económicas, sociales, 
políticas y culturales los actos de-
finidos en cada momento histórico 
como corruptos tienen mayor cam-
po de desarrollo.
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de hecho, es una vuelta a las formas 
del liberalismo del siglo XIX. Las ex-
plicaciones que parten del individuo 
tienden a atribuir exclusivamente la 
responsabilidad del resultado social 
a él mismo. Cesare Lombroso, en 
la versión determinista de la época, 
partiendo de morfologías cranea-
les y rasgos fisiológicos, pretendió 
atribuir una tipología de criminales 
innatos determinados por dichos 
rasgos. En la concepción liberal 
mayoritaria de la época, la pobreza, 
la desigualdad, la delincuencia y la 
corrupción eran entendidas como 
fenómenos producidos por decisio-
nes individuales, con responsabili-
dades exclusivamente individuales 
y, por lo tanto, con sanciones indi-
viduales. 

El individuo abstracto es pensa-
do como libre de determinaciones 
exteriores, sobre todo sociales. Se 
le concibe como un sujeto aislado 
y abstracto que debe decidir en 
función de sus preferencias las ac-
ciones que llevará a cabo. Así, los 
medios de comunicación nos pre-
sentan el rostro del delincuente que 
prefigura su exclusiva responsabili-
dad con un discurso social en el que 
se alienta el castigo ejemplar en una 
suerte de populismo punitivo. Nues-
tra época se asemeja a este domi-

nio de individualidad abstracta y a 
su penalidad punitiva.

Pero ésta no es la única forma de 
enfocar el estudio de la corrupción 
y de los actos delictivos. Junto a 
la responsabilidad de un individuo 
no abstracto, concreto, podemos 
analizar los condicionamientos so-
ciales y preguntarnos por la res-
ponsabilidad que tiene la sociedad, 
y por su configuración económica 
y política para afrontar los retos de 
la desigualdad, la delincuencia y 
la corrupción. Frente a una perse-
cución del delincuente que busca 
castigarlo sin ninguna intención de 
reinserción, otras propuestas bus-
can una resocialización e intentan 
establecer las responsabilidades del 
Estado, la sociedad y las empresas 
en la degradación social de la po-
blación. He desarrollado este tema 
en: Joan Lara Amat y León (2013): 
El conflicto social en la globalización 

Foto: Ramiro García.

Frente a una persecución del delincuente 
que busca castigarlo sin ninguna intención 
de reinserción, otras propuestas buscan 
una resocialización e intentan establecer las 
responsabilidades del Estado

neoliberal y el neoconservadurismo: 
entre las nuevas guerras y el popu-
lismo punitivo.

Si solo nos preocupamos por los 
efectos y descuidamos las causas, 
la corrupción continuará desarro-
llándose en los mismos términos. 
Tal es la situación actual, donde la 
corrupción parece normalizarse en 
algunos sectores de la población. 
Expresiones del tipo “roba pero 
poquito” o “es corrupto pero hace 
obras” constituyen afirmaciones 
que saltaron a los medios de comu-
nicación como forma de expresar 
esa naturalización de la corrupción 
en la sociedad. Los triunfos en la 
lucha contra la corrupción que per-
siguen sus efectos son necesarios 
pero temporales, dado que sus es-
tructuras permanecen inalterables. 
Pronto los elementos eliminados de 
la estructura serán sustituidos por 
otros con idéntica función.

La desigualdad nacional e 
internacional como condi-
ciones de posibilidad de la 
corrupción
La desigualdad económica y la so-
cial constituyen los principales fac-
tores para la comprensión del fun-
cionamiento de la corrupción. Es la 
condición necesaria para su desa-
rrollo institucionalizado. En las últi-
mas décadas, la desigualdad mun-
dial se ha agravado, la brecha entre 
ricos y pobres se ha incrementado 
junto con el proceso de concentra-
ción de la riqueza en pocas manos. 
En Europa y Estados Unidos este 
fenómeno se agravó con la crisis 
del 2008 y la consolidación de un 
Estado neoliberal que abandonó a 
la ciudadanía, uno en el que la clase 
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la desesperación humana, como 
muestra el director y guionista pe-
ruano Alberto Durant (2004) en su 
película Doble juego. La corrupción 
aprovecha los nuevos marcos en los 
que la ciudadanía es desinstitucio-
nalizada y fragmentada, como vere-
mos a continuación.

Desactivación y desinstitu-
cionalización de la ciuda-
danía
No fue por casualidad que una vez 
desoída la concertación social insti-
tucionalizada en los consejos eco-
nómicos sociales, en los que esta-
ban representados el gobierno, la 
patronal y los sindicatos, y luego de 
provocada la conflictividad social, el 
principal enemigo a combatir haya 
sido precisamente el constituido 
por los sindicatos. Así fue como lo 
entendieron Margaret Thatcher y 
Ronald Reagan, en la década de 
los 80. Se puede historiar los con-
tornos de este declive de la clase 
trabajadora; recientemente se han 

escrito varios libros sobre el tema: 
Selina Todd (2018): El pueblo. Auge 
y declive de la clase obrera; Seumas 
Milde (2018): El enemigo interior. La 
guerra secreta contra los mineros; y, 
Enrique Palazuelos (2018): Cuando 
el futuro parecía mejor. Auge, hitos 
y ocaso de los partidos obreros 
en Europa. Si bien, las referen-
cias bibliográficas son europeas, 
muestran los rasgos de un proceso 
mundial con evidentes especifici-
dades locales que han tenido ecos 
en todo el mundo, en especial en 
América Latina y, sobre todo, en el 
Perú.

Estos procesos de desinstitu-
cionalización de la ciudadanía: la 
progresiva exclusión de la política 
institucionalizada y la persecución 
de las organizaciones ciudadanas, 
sindicatos y partidos políticos con 
proyectos sociales, no hubiesen 
sido posibles sin un cambio en las 
estructuras económicas que afec-
taron directamente a las dinámicas 
laborales como tan bien refleja el 

Hablar de la corrupción no nos puede hacer 
olvidar que en este fenómeno también existen 
clases sociales: no es lo mismo la corrupción 
de la clase trabajadora que la corrupción de 
las élites dominantes. 

media continúa golpeada, tal como 
reflejan los estudios de Joseph Sti-
glitz (2015): La gran brecha: qué ha-
cer con las sociedades desiguales y 
(2012): El precio de la desigualdad, 
y de Thomas Piketty (2015): La eco-
nomía de las desigualdades. Cómo 
implementar una redistribución justa 
y eficaz de la riqueza. 
Hablar de la corrupción no nos pue-
de hacer olvidar que en este fenóme-
no también existen clases sociales: 
no es lo mismo la corrupción de la 
clase trabajadora que la corrupción 
de las élites dominantes. Al estudio 
de las élites y sus instrumentos de 
corrupción se dedicó la investigación 
de John Crabtree y Francisco Durand 
(2017): Perú: Élites del poder y captu-
ra política, que nos muestra la forma 
en que las élites económicas conci-
ben al Estado como un botín donde 
poder captar de forma privativa sus 
recursos a través de la influencia en 
los contratos y concesiones.
La desigualdad es parte constitutiva 
de la corrupción, es su producto y 
su efecto. Dado que las sociedades 
desiguales concentran recursos en 
grupos económicos y sociales con 
mayor poder acrecentándola. Dicho 
poder aumenta la capacidad de in-
fluenciar en las decisiones políticas 
y, sobre todo, legislativas. Por ello, 
es necesario pensar la corrupción al 
margen de la legalidad. No es posi-
ble reducirla a lo ilegal. Parte de esa 
corrupción se desarrolla dentro de la 
legalidad, dado que los grupos de 
poder pueden influir en la elaboración 
de las leyes y un cambio legislativo 
permite que una práctica antes ilegal 
pase a ser legal. Así, la corrupción 
legal pasa a formar parte de los orde-
namientos jurídicos, de la institucio-
nalidad política y de las estructuras 
económicas del funcionamiento del 
país. La dimensión política de la co-
rrupción la desarrollo en: Joan Lara 
Amat y León (2018): Las pasadas 
elecciones democráticas no han te-
nido lugar. Por una democracia razo-
nable.

Pero la corrupción también jue-
ga con la clase trabajadora y con 

Fuente: Proética. XI Encuesta nacional sobre percepciones de la corrupción en el Perú 2019.
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Esta tensión se presenta en las sociedades 
desarrolladas a través de la presión por 
cambiar la legalidad laboral para reducir sus 
costos

das, mediante el mantenimiento de 
la informalidad permanente como 
forma de exclusión de los derechos 
laborales. Esta es una muestra de 
la situación periférica de la vida de 
los ciudadanos frente a la centra-
lidad de un poder corporativo que 
no limita el Estado.

Por otro lado, muchas de las de-
mandas sociales y políticas de la 
ciudadanía han caído en el fraccio-
namiento y la desactivación, como 
resalta Daniel Bernabé (2018): La 
trampa de la diversidad. Cómo el 
neoliberalismo fragmentó la iden-
tidad de la clase trabajadora. Esa 
trampa de la diversidad significa 
que la ciudadanía ha fragmentado 
ad infinitum sus propuestas eman-
cipadoras hasta llegar a la indivi-
dualidad y que olvida lo común, lo 
que les une en pro de una justicia 
social. Una vez troceadas esas 
propuestas y desconectadas de un 
proyecto unitario pueden ser rein-
tegradas en discursos neoliberales 

y neoconservadores, como sucede 
con un “feminismo neoliberal” tal 
como ha denunciado Nancy Fraser 
(2015): Fortunas del feminismo. Del 
capitalismo gestionado por el Esta-
do a la crisis neoliberal.

La carencia de un proyecto y un 
discurso unitario ha posibilitado, 
por un lado, que los partidos políti-
cos de base neoliberal puedan inte-
grar algunas de estas demandas a 
condición de excluir sus referencias 
al igualitarismo económico y social. 
Y por otro lado, esta carencia unita-
ria deja abierto el campo a la oferta 
de la ultraderecha, que presenta un 
discurso unitario basado en identi-
dades bajo términos excluyentes, 
donde la cultura, la religión, la raza, 
la lengua y la tradición unidas a la 
tergiversación de la honradez y la 
decencia abstractas son piezas 
fundamentales del ideario. Un paso 
previo lo dio el neoconservadurismo 
que ya supeditó la tradición y una 
democracia de baja intensidad a los 
imperativos de la lógica neoliberal. 
Sobre ello, puede consultarse un tra-
bajo previo: Joan Lara Amat y León 
y Joan Antón Mellón (2009): Las 
persuasiones neoconservadoras: F. 
Fukuyama, S. P. Huntington, W. Kris-
tol y R. Kagan.

Conclusiones para un 
debate
En el espacio de este artículo inten-
to aportar algunas reflexiones desde 
la filosofía política en diálogo con las 
ciencias sociales. Por un lado, ex-
pongo la necesidad de entender los 
procesos de la corrupción previos 
a una valoración moral y política. 

Foto: Ramiro García.

director de cine inglés Ken Loach 
en su película La cuadrilla (2001), 
bajo las bases de un nuevo capi-
talismo con fuertes implicaciones 
en la vida cotidiana de los ciudada-
nos. En palabras de Richard Sen-
nett (2000): La corrosión del carác-
ter: “En la actualidad, la expresión 
‘capitalismo flexible’ describe un 
sistema que es algo más que una 
mera variación sobre un viejo tema. 
El acento se pone en la flexibilidad 
y se atacan las formas rígidas de 
la burocracia y los males de la ruti-
na ciega. A los trabajadores se les 
pide un comportamiento ágil; se 
les pide también –con muy poca 
antelación– que estén abiertos al 
cambio, que asuman un riesgo tras 
otro, que dependan cada vez me-
nos de los reglamentos y procedi-
mientos formales.” (p. 9)
Dadas estas nuevas estructuras del 
capitalismo, el riesgo, la precarie-
dad, la flexibilidad y el corto plazo 
pasan a ser lo que define a la clase 
trabajadora. La imposibilidad de to-
mar el control de la carrera laboral, 
de tener proyectos a largo plazo 
(que también abarca lo personal), el 
fraccionamiento de la vida laboral, 
que la hace incoherente, y el hecho 
de estar disponible continuamente. 
Esta tensión se presenta en las so-
ciedades desarrolladas a través de 
la presión por cambiar la legalidad 
laboral para reducir sus costos; y 
en las sociedades subdesarrolla-
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desinstitucionalizadas y fracciona-
das golpeadas por una vida laboral 
y personal cada vez más sometida 
al corto plazo, en donde se les exige 
flexibilidad, es decir precariedad, en 
nombre de una libertad abstracta. 
Un caldo de cultivo de resentimien-
tos para opciones políticas intransi-
gentes en las que prolifera el neo-
conservadurismo y la ultraderecha.

Por todo ello, las condiciones de 
posibilidad de una lucha contra la 
corrupción demandan, en primer 
lugar, el empoderamiento de la 
ciudadanía. Este empoderamien-
to no puede ser abstracto, ni me-
ramente simbólico, sino que ha de 
ser multidimensional. Ya en el texto 
fundacional de la concepción con-
temporánea de ciudadanía, en el 
marco del Estado Social, Thomas 
H. Marshall (1950): Ciudadanía y 
clase social, defendía los elementos 
constitutivos de una ciudadanía de 
calidad: derechos civiles, derechos 
políticos y sociales, sin éstos no es 
posible una ciudadanía plena. Re-
cogiendo ese legado, Nancy Fraser 
(2007): Escalas de justicia, defiende 
una concepción de la justicia que 
en economía tenga como objetivo la 
redistribución, en cultura el recono-
cimiento y en política la representa-
ción. La tradición republicana inte-
gra estos elementos, así como una 
democracia en sentido fuerte, tal 
como defendió Antoni Domenech 
(2019): El eclipse de la fraternidad. 
Una revisión republicana de la tradi-
ción socialista. En esta clave repu-
blicana, este empoderamiento de 
la ciudadanía podría garantizar que 
las instituciones y sus reformas sean 
verdaderamente eficaces en la lu-
cha contra la corrupción y no corran 
el peligro de ser tergiversadas como 
muchas veces ha sucedido. u

las condiciones de posibilidad de una lucha 
contra la corrupción demandan, en primer 
lugar, el empoderamiento de la ciudadanía.

 Foto: Ramiro García.

Además, propongo, como parte del 
esfuerzo de comprensión de este 
fenómeno, que se entienda la diver-
sidad de tratamientos y conceptua-
lizaciones que a lo largo de la histo-
ria y de los diferentes países, tienen 
una base de concepción política; es 
decir, una jerarquización entre los 
valores de libertad e igualdad. 

Por otro lado, reflexiono en torno a 
la necesidad del desplazamiento en 
el centro de análisis de la corrupción 
desde sus efectos hacia sus causas 
y su correlato desde las responsa-
bilidades individuales hacia las res-
ponsabilidades sociales. Esto nos 
conduciría al interés en el estudio 
de las estructuras económicas, so-
ciales, políticas y culturales que la 
posibilitan. La desigualdad estruc-
tural como elemento constitutivo de 
la corrupción, donde, por un lado, 
las élites acumulan el poder y cap-
tan al Estado en su beneficio, lega-
lizando prácticas corruptas. Y por 
otro lado, las clases trabajadoras 
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Un “cáncer” –dicen otros– que ya 
tomó por asalto a las élites guberna-
mentales y empresariales, y que con-
vive a diario con nosotros en organi-
zaciones sociales, privadas, políticas 
y gubernamentales destruyendo –mi-
nuto a minuto– todo espacio al que 
le permitimos que ingrese sin tener 
un boleto de salida. Familias, barrios, 
escuelas, iglesias, centros laborales, 
altas gerencias empresariales y orga-
nismos públicos son copados por un 
síndrome sin control: el tráfico ilegal.1

Definiciones de este fenómeno hay 
muchas. Las hay históricas, psicoló-
gicas, antropológicas, periodísticas y 
hasta clínicas. Pero digamos que el 
sentido común suele reconocerlo en 
ese burócrata que tiene un cómplice 
privado con el que rompen las reglas 
establecidas en las normas para sa-
car beneficios particulares que obvia-
mente, afectan a los demás por tra-
tarse de dinero público.2

El “acto corrupto”, sin embargo, 
ocurre en todos los ámbitos desde 
tiempos inmemoriales, desde cuan-
do se presentaba en su fase primitiva 
como un simple contrabando. Pero 
el avance del mundo globalizado, las 
nuevas tecnologías y la evolución del 
mercado transformaron el viejo cri-
men organizado y monolítico de las 
mafias de los 90, en una amalgama 
de miles de pequeños emprendimien-
tos que hoy se adaptan, con una ra-
pidez incontrolable, a los tiempos de 
diversidad e inclusión que promete la 
novedosa narrativa de las sociedades 
posmodernas.

Lo cierto es que la corrupción existe 
como un dato de la realidad social. 
Así como existe un mercado y un 

Estado-Nación. El reto es recono-
cerla en su real dimensión, para no 
subestimar sus fuerzas, lo que su-
pone investigarla a profundidad. Esto 
significa cambiar el “chip”, la forma 
en la que estudiamos el fenómeno. 
Debemos escarbar en su interior y 
no quedarnos solo en su epidermis. 
Debemos ir mucho más lejos que 
esa fotografía parcial que nos mues-
tran las encuestas de percepción que 
organismos de talla mundial colocan 
en la cima de sus listas nacionales e 
internacionales. Una variable tan in-
trascendente como la “sensación de 
corrupción” no puede ser ubicada en 
la palestra de una investigación seria 
en la materia.3

¿Epistemológicos u onto-
lógicos?
Un primer paso en este cambio de 
“chip” pasa por renunciar al modelo 
epistemológico que caracteriza nues-
tro acercamiento al problema. ¿De 
qué sirve descubrir la naturaleza filo-
sófica del “acto corrupto” en sí mis-
mo? Preguntarnos por su origen exis-
tencial es hoy una pérdida de tiempo. 
Remontarnos a la herencia colonial es 
útil para advertir que la problemática 
viene de tiempo atrás, pero difícilmen-
te podrá darnos luces sobre cómo 
enfrentarla hoy, salvo para identificar 
esfuerzos aislados que oculta nues-
tra historia, pero que, finalmente, no 
erradicaron este nefasto flagelo que 
acompaña nuestra cotidianidad.

Un modelo ontológico, en cambio, 
ayuda a resolver la vieja disputa de 
qué fue primero, para comenzar a 
preguntarnos por los extraños me-
canismos que vinculan los elementos 

Sociología de la 
corrupción en el Perú

Vivimos un mundo en 
el que la corrupción se 
convirtió en el enemigo 

número uno de la 
sociedad. Algunos la 

definen como una especie 
de “enfermedad social” 
que carcome todas las 

instancias de interacción 
humana.
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en un sistema de interacción que re-
produce el fenómeno en los distintos 
ámbitos de la vida social. El “acto co-
rrupto” existe como tal, siempre que 
un espacio de interacción social se 
lo permita; es decir, en un contexto 
histórico y real, en una sociedad con-
creta con una dinámica económica, 
política y gubernamental particular, 
donde existen sujetos de carne y 
hueso que lo hacen realidad. Contra 
ellos debemos luchar. No basta con 
repetir hasta el cansancio que la “lu-
cha contra la corrupción” es una prio-
ridad. Debemos convertir esta lucha 
en casos de éxito, en políticas públi-
cas, en malla curricular, en modelos 
de prevención efectivos y en meca-
nismos de sanción ejemplar que sir-
van de ejemplo para torcer –a todo 
nivel– este comportamiento social ta-
nático devenido en hegemónico que 
se considera inimputable.

La clave de este acercamiento está 
en reconocer que el problema de la 
corrupción tiene dos facetas socio-
lógicas que debemos combatir en 
simultáneo. Una se presenta en las 
organizaciones públicas. Es la más 
visible y cuestionada, pero también 
la más consolidada. Pero este primer 
paso es insuficiente si no instalamos 
en el comportamiento individual y 
privado una narrativa distinta que se-
duzca al ciudadano, una que lo guíe 
hacia un cambio que le dará más be-

neficios. Solo así lograremos remecer 
las rígidas y anquilosadas estructu-
ras que promueven el “acto corrup-
to” como una costumbre arraigada 
en la sociedad. Cambiarla es posi-
ble, siempre y cuando logremos una 
combinación casi milimétrica entre 
políticas públicas y un nuevo posicio-
namiento social fundamentados en la 
importancia que hoy tienen, en esta 
cruzada nacional e internacional, la 
“transparencia” del acto público y las 
buenas prácticas del acto privado.4

La otra clave es reconocer que los 
“actos corruptos” esconden siempre 
relaciones de dominación, relacio-
nes de poder entre individuos y entre 
grupos, dependiendo del ámbito en 
el cual se den. Son estas relaciones 
de dominación las que permiten su 
reproducción social. Ningún “acto 
corrupto” está divorciado de un abu-
so de poder. Son dos caras de una 
misma moneda. Esta en su esencia. 

Negarlo es un absurdo sociológico 
que no podemos tolerar más.

La esperanza es lo último 
que se pierde
¿Es posible erradicar la corrupción? 
casi, casi diría que es imposible. ¿Es 
posible enfrentarla y mantenerla a 
raya? sin duda, eso sí es posible.
¿Qué necesitamos para ello? en pri-
mer lugar, hay que reconocer que la 
corrupción existe y es un problema 
para la convivencia social. Lo es por-
que vivimos en sociedades que han 
definido reglas de juego para convivir, 
las que, por cierto, a veces no son 
claras. Por ello algunos interpretan 
que romperlas es normal, pero la ver-
dad es que no lo es. Debemos dejar 
de ocultarnos esa realidad. Como 
cuando llamamos “informalidad” a la 
“ilegalidad” y pasamos todo por agua 
tibia. ¿Cómo lo hacemos cuando el 
70% de nuestra economía es “ilegal”? 
precisamente allí está el reto.
¿Cómo diseñamos políticas públicas 
de formalización que ofrezcan más 
beneficios al ciudadano que la ile-
galidad? al igual que la escuela, de-
bemos incentivar y premiar el “com-
portamiento transparente”, incluso 
destacar el valor individual de las per-
sonas que lo practican y castigar con 
todo el rigor posible la “deshonesti-
dad”. Esto significa intervenir de for-
mas muy distintas a las que hemos 
aplicado hasta hoy en los ámbitos 
privados y cerrados como la familia, 
el barrio y la iglesia, espacios que he-
mos descuidado de forma alarmante, 
permitiendo que aniden malas prácti-

 Foto: Ramiro García.

4.	Léase La Constitución de la sociedad. Bases para la Teoría de la Estructuración. Anthony Giddens / 2011 / Amorrortu Editores

El “acto corrupto” existe como tal, siempre 
que un espacio de interacción social 

se lo permita; es decir, en un contexto 
histórico y real, en una sociedad concreta 

con una dinámica económica, política y 
gubernamental particular, 
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emergente que ya saboreó el poder 
del gobierno central, con lo que eso 
significa: el uso de presupuestos pú-
blicos a su total disponibilidad.
En esta perspectiva, es oportuno el 
cambio de enfoque que plantea la 
Contraloría General de la República 
para prevenir el delito. Lo suyo no 
era perseguir ni encarcelar a los co-
rruptos. Por suerte se dieron cuenta 
de ello. Lo suyo es investigar a fon-
do los mecanismos que vulneran 
las normas de contratación pública 
y proponer mejoras que protejan el 
modelo de convivencia para permitir 
que el mundo legal tenga los resul-
tados concretos que hagan sentir al 
ciudadano que vale la pena no caer 
en la tentación del mundo ilegal.
Una sociología de la corrupción en 
el Perú requiere descifrar los perfiles 
psicográficos que caracterizan a los 
actores sociales que intervienen en 
la dinámica de los “actos corruptos”. 
No existe otra forma de diseñar so-
luciones concretas que proporcionen 
verdaderos resultados. Si no interve-
nimos en esta dinámica perversa del 
tráfico ilegal para instalar comporta-
mientos que premien e incentiven la 
transparencia y las buenas prácticas 
en la acción de cada individuo y que 
castigue con todo el peso de la ra-
zón y la fuerza las prácticas corruptas 
que infestan al Estado, difícilmente 
podremos salir de esta vorágine que 
hoy nos tiene atrapados en una espi-
ral de violencia y abuso de poder que 
le quita la vida a esos pocos ciuda-
danos que se atreven a enfrentar la 
corrupción, caiga quien caiga. u

La producción y reproducción social en 
sociedades posmodernas requieren de 
normativas y reglas cada vez más dinámicas y 
adaptables.

nuevo cuerpo de reglas de juego que 
instale la nueva generación de líde-
res debe ser dinámico también y muy 
adaptable a los cambios constantes 
y permanentes que exigen los nue-
vos tiempos. En tercer lugar, tene-
mos que proteger a nuestros líderes. 
Y en ese ámbito debo reconocer que 
el olfato del presidente Vizcarra y de 
su círculo íntimo “da en el clavo” al 
proponer la reforma de la justicia y 
de la política. Sus propuestas distan 
mucho de ser reformas integrales, sin 
duda, pero su coincidencia temporal 
con el cambio generacional que vive 
la sociedad peruana es oportuna y 
necesaria.

Los nuevos procesos electorales se-
rán los catalizadores del malestar so-
cial generalizado frente a la vieja élite 
ahora en desgracia, producto de la 
infección generalizada por el “virus” 
de la corrupción en el ámbito público. 
Pero el reto es aun mayor si lo vemos 
a mediano y largo plazo. Esta batalla 
recién comienza. La nueva disputa 
que se desarrolla en el escenario po-
lítico esconde la lucha por satisfacer 
intereses que enfrentan a “limeños” 
contra “provincianos”, a una visión 
centralista contra otra descentralis-
ta, a una tecnocracia que gobernó el 
país los últimos 30 años contra otra 

 Foto: Ramiro García.

cas de convivencia. Y lo peor de todo 
es que lo hemos tolerado.
Algunos dirán que actuar de esta 
forma es una intromisión en el ámbi-
to privado. Que el movimiento “Con 
mis hijos no te metas” sea un claro 
ejemplo del límite que debiera exis-
tir entre lo público y lo privado. Pero 
una interpretación fáctica de la reali-
dad social nos dará la razón cuando 
traspasemos los límites socialmente 
permisibles. El límite es imaginario, no 
está delineado físicamente, por lo que 
podemos poner a raya aquellos com-
portamientos que sirven como insu-
mo al tráfico ilegal que, en simultáneo, 
toma por asalto instituciones públicas 
y empresas privadas. También tene-
mos que trabajar en la formación de 
nuevas élites políticas, empresariales 
y gubernamentales. Será una nueva 
generación de líderes la que enfren-
te con éxito a “barones” y “reyes” 
del narcotráfico, lavado de dinero y 
corrupción de funcionarios. ¿Cómo 
hacerlo sin que se contaminen con 
el statu quo? rompiendo todas las 
reglas. La única manera en la que 
estos nuevos líderes pueden emer-
ger y ganarle la partida a los “malos 
del barrio” es permitiéndoles también 
redefinir las reglas de juego existen-
tes. Pareciera contradictorio, pero la 
instalación de un nuevo cuerpo de 
valores y normas requiere sepultar al 
anterior y eso significa refundar la Re-
pública con principios distintos a los 
que hoy predominan. 
En realidad, si lo pensamos bien, no 
resulta ser una propuesta contradic-
toria. La producción y reproducción 
social en sociedades posmodernas 
requieren de normativas y reglas cada 
vez más dinámicas y adaptables. Es 
por ello que el mundo ilegal avanzó 
tan rápido, porque su “acción co-
rrupta” se adapta al mundo digital y 
tecnológico con mucha facilidad. El 
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La corrupción en la 
administración de justicia: 
un círculo vicioso que 
contribuye al retraso
I. Ideas liminares
El Diccionario de la Lengua Española define el verbo corromper en sus cinco primeras 
acepciones como: (i) alterar y trastocar la forma de algo; (ii) echar a perder, depravar, 
dañar o pudrir algo; (iii) sobornar a alguien con dádivas o de otra manera; (iv) pervertir 
a alguien; y, (v) hacer que algo se deteriore. 
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El sustantivo corrupción se refiere 
a la acción y efecto de corromper, y 
cuando tal cosa ocurre en las organi-
zaciones, especialmente en las públi-
cas, nos vemos frente a la utilización 
de funciones y medios de aquellas en 
provecho económico o de otra índole, 
de sus gestores (cuarta acepción).

La corrupción es prácticamente intrín-
seca a cualquier organización social, 
pública o privada, desde tiempos in-
memoriales y hasta la actualidad. En 
el caso de la administración de justicia 
peruana existen investigaciones que 
señalan que sus modos y prácticas 
no se establecieron al inicio de la Re-
pública, sino que fueron la lamentable 
combinación de taras y prácticas ya 
establecidas e “institucionalizadas” 
durante la administración colonial 
que, lejos de ser desterradas en estos 
casi 200 años de vida republicana, se 
han mantenido y agravado, llevándo-
nos al entendimiento actual de que 

la ley “siempre se acata”, pero no en 
todos los casos “se cumple”.1

El órgano jurisdiccional cumple (o 
debe cumplir) funciones de contra-
peso con otros poderes del Estado, 
lo pernicioso es que en toda la vida 
republicana, con grados de diferencia 
entre régimen y régimen, el poder de 
turno ha controlado el órgano juris-
diccional.
El anterior es un tema muy extenso, 
pero en estas líneas queremos abor-
dar la problemática desde la pers-
pectiva del ciudadano “el justiciable”, 
como se le reconoce en las catego-
rías procesales. Uno de los atributos 
de la expresión de la soberanía del 
Estado moderno es la construcción 
estatal del sistema oficial de resolu-
ción de conflictos entre particulares a 
través del órgano jurisdiccional2 para 
lograr la “paz social en justicia”.3 Si 
esto funcionara, teóricamente se lo-
graría en la vida cotidiana de la so-

1.	Luis E. Pásara en “De Montesinos a los Cuellos Blancos. La persistente crisis de la justicia peruana” (Lima, Editorial Planeta. 2019), señala que el jurista español 
Jerónimo Castillo de Bobadilla publicó en 1624 un manual dirigido a corregidores, jueces y otros funcionarios, y en el capítulo “De la obediencia y cumplimiento 
de los mandatos reales” estableció: “Y por leyes de estos Reinos está dispuesto que las provisiones y cédulas reales, que se dieren contra derecho, y en 
perjuicio de partes, no valgan, y sean obedecidas y no cumplidas…” (p-36)

2.	 Aun cuando la Constitución de 1993 también le reconoce al arbitraje fuero jurisdiccional, como expresión de una forma de “privatizar” la justicia para temas 
patrimoniales ante la inoperancia, falta de certeza y/o lentitud en el trámite de los casos cotidianos.  Aquí hay que tener en consideración que el mundo de los 
negocios es dinámico y busca alternativas que impliquen no pasar por este para resolver conflictos. Así, surgen la autocomposición y el arbitraje como figuras 
alternativas. Pero no se pueden aplicar a todos los casos, más aún cuando el tema del arbitraje ante entidades serias implica una onerosidad mayor a la del 
trámite judicial ordinario. Y. por otro lado, este mecanismo también termina desvirtuado por la corrupción, a juzgar por la información aparecida sobre árbitros 
comprados e irregularidades varias en diversas licitaciones de las obras públicas más importante en las que el Estado ha sido parte derrotada en beneficio de 
empresas y consorcios que actuaron fuera de la ley.

3.	 Como establece el Artículo III del Título Preliminar del Código Procesal Civil.
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ciedad un equilibrio del cumplimiento 
de las obligaciones de toda índole 
(patrimoniales, y extra-patrimoniales). 
Lamentablemente ello no ocurre por-
que el sistema legal no brinda meca-
nismos reales que hagan que el cum-
plimiento sea menos oneroso que el 
incumplimiento.
En otras sociedades y sistemas, quien 
contrae un vínculo, cualquiera sea su 
naturaleza, sabe que debe cumplir, 
porque el incumplimiento se penaliza, 
y además le resulta menos oneroso 
cumplir. Esto trasciende, inclusive, a 
que el hecho del cumplimiento se ci-
mente en consideraciones de valores 
y principios, y pasa a ser un simple 
análisis de costo-beneficio.
Ejemplos podemos dar algunos: (i) 
sobre el análisis costo-beneficio (des-
provisto de toda consideración ética) 
que un arrendatario efectúa para no 
entregar el inmueble materia del con-
trato a su vencimiento, porque consi-
dera que el tiempo que le tomará a su 
arrendador recuperalo a través de un 
juicio será indeterminado o extenso y 
puede quedarse en el hasta que se 
produzca la devolución forzada, y (ii) 
sobre la coerción o amenaza de san-
ción ante el incumplimiento, que pue-
de protagonizar cualquier conductor 

al que simplemente no le importan 
las reglas de tránsito en la ciudad de 
Lima, pero que es el mismo conduc-
tor que en cualquier otra ciudad del 
mundo, por ejemplo de Estados Uni-
dos, cumple más escrupulosamente 
que los locales, porque también valo-
ra el costo-beneficio, los riesgos rea-
les de que la sanción por su falta sea 
una sanción efectiva.

II. Estado de la cuestión y 
soluciones
Tenemos varios problemas: el siste-
ma de administración de justicia es 
inoperante y el marco legal es inefi-
ciente.4 Para que el sistema de justi-
cia funcione se necesita asegurar el 
derecho y la oportunidad, es decir, 
el tiempo razonable para que no se 
desnaturalice el derecho, el trámite 

En otras sociedades y sistemas, quien 
contrae un vínculo, cualquiera sea su 
naturaleza, sabe que debe cumplir, porque 
el incumplimiento se penaliza, y además le 
resulta menos oneroso cumplir.

4.	Y aquí también hay un debate no cerrado sobre la importación de categorías e instituciones que no están suficientemente internalizadas, ni plenamente vigentes, 
pese al tiempo que ha transcurrido de vida republicana.

5.	Viene el dicho: “justicia que tarda, no es justicia”.
6.	Esto puede verse gráficamente en el documental del Diario El Comercio, denominado “Justicia de Papel”, que da un acercamiento bastante “gráfico” a la pro-

blemática judicial cotidiana, y el grado de su precariedad: https://elcomercio.pe/lima/justicia-papel-mira-documental-comercio-sistema-judicial-noticia-657938
7.	Y no solamente la estadística de los “casos resueltos”, porque es engañosa, ya que se contabilizan las resoluciones inhibitorias, es decir, las que “anulan” lo 

resuelto y devuelven el expediente a la instancia anterior, pero no resuelven el conflicto, que sigue latente.

 Foto: Ramiro García.

resulte oneroso y/o el resultado ter-
mine siendo inútil.5

Ahora, el mayor problema está en 
considerar que la reforma de la admi-
nistración de justicia pasa principal-
mente por cambiar el marco legal. Tal 
consideración es insuficiente, se tiene 
que revisar todo el sistema de justicia; 
esto implica:
i.	 La estructura del poder, que se en-

carga por definición constitucional 
de resolver los conflictos;

ii.	 El camino procesal que se debe 
seguir para resolver las controver-
sias: es increíble que en plena efer-
vescencia de la informática y en-
contrándonos dentro de la cuarta 
revolución industrial, la del cono-
cimiento, los expedientes manten-
gan una estructura decimonónica;6 

iii.	El tiempo que dure éste para de-
clarar los derechos; y,

iv.	La ejecutabilidad oportuna de lo 
resuelto, a través de una medición 
efectiva de la resolución de conflic-
tos.7

El camino es arduo e implica un cam-
bio institucional que resulta complejo 
por los juegos de poder e irrespon-
sabilidad de los políticos, y debe im-
plementarse a nivel gubernamental. 
Desde la perspectiva del ciudadano, 
con su mayor educación y con el 
conocimiento subsecuente de sus 
deberes y derechos, pueden darse 
pasos de avance, lentos pero segu-
ros. u
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Empecemos, pues, con una con-
fesión: en el año 2013 comencé 
a ejercer uno de los oficios más 
proclives a consentir la corrupción 
como un modus operandi: aboga-
do litigante. Caí en la cuenta que 
había “escupido al cielo” al haber-
me jurado que jamás me haría de 
la “vista gorda” ante una coima y lo 
descubrí con la mirada absorta y el 
pensamiento ausente mientras me 
sonreía el secretario de un juzgado 
prometiéndome por “su vida” que 
esa misma tarde daría cuenta de mi 
escrito al señor juez. Todo por un 
billete de veinte soles que, segun-
dos antes, le había entregado den-
tro de un periódico mi clienta, una 
madre soltera de los barracones 
chalacos quien, luego de entregar-
le el “periódico motivacional”, me 
miró y con aires de “maestra vida” 
me susurró un lapidario “le falta ca-
lle, doctor Calle”. 
Atestigüé el truco del periódico 
un par de veces más, viendo que 
proveían mis escritos no después 
de dos meses, como ocurría casi 
siempre, sino dos horas mas tarde. 
Y nunca lo delaté; por el contra-
rio, lo comenté con algunos cole-
gas quienes, con vergüenza ajena, 
me increparon el hacer pasar esa 
‘molestia’ a los clientes, en vez de 
hacerla yo mismo e ilustrándome 
sobre la ventaja de esta “cortesía” 

que radicaba en que luego podría 
decirles que el “estímulo” costó el 
doble de su verdadera cifra.

Un año después participé como 
candidato a la alcaldía provincial 
del Callao y en solo tres meses de 
campaña franciscana, peticiones 
tentadoras y ofertas descaradas 
confirmé que la corrupción era 
precisamente eso: un camino en 
el que empezamos con un primer 
paso, ruborizados quizá, confundi-
dos tal vez, luego justificándonos 
maquiavélicamente en la urgencia 
de los medios para fines más ele-
vados, después prometiéndonos 
que será la última vez, para luego 
terminar chapoteando en el fango 
pantanoso del descaro y de la bús-
queda de operaciones más gran-
des y lucrativas, muriendo en nues-
tra ley antes que pedir perdón por 
los actos de irregularidad o corrup-
ción que podamos haber cometido 
o permitido. 

Ni siquiera cuando propusimos la 
Red de Inteligencia Ciudadana,1 la 
recuperación de pandilleros con de-
porte y nutrición o nuestra polémica 
doctrina del Neo-Terrorismo Urba-
no, encontramos en la comunidad 
política tanta resistencia y animad-
versión como cuando planteamos 
que las sesiones del alcalde y los 
regidores sean siempre difundidas 

Más allá del delito. La 
corrupción como enemiga de la 
seguridad nacional
¿A quién no le queda bien 
criticar la corrupción? ¿A 
quién no le agrada seña-
lar con el dedo cualquier 
atisbo de trampa y exigir 
sanción? nuestros defec-
tos sociales son materia de 
mucha denuncia y debate 
furtivo detrás de un micró-
fono o a través de un te-
clado, pero casi nunca son 
objeto de un mea culpa.
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1.	Propuesta que anticipamos en la Revista Interquórum N° 14, Lima, 2013, “Inseguridad ciudadana: pandillas, armas y factores globales olvidados”, pág. 21-25.
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en audio y vídeo, en tiempo real, vía 
web municipal para que todos los 
ciudadanos pudiesen acceder en 
cualquier momento y saber qué ha-
cen sus autoridades; o como cuan-
do deslizamos la iniciativa de “me-
nos concreto y más cultura”. Esas 
dos ‘espantosas’ ideas motivaron el 
fastidio unísono de los otros postu-
lantes y hasta de algunos integran-
tes de la organización política que 
tan gentilmente me invitó a ser su 
candidato, integrantes que después 
me propusieron (gentilmente tam-
bién) que declinara la candidatura a 
favor de Félix Moreno y Juan Soto-
mayor, a cambio de alguna gerencia 
regional o municipal.2 
Esa fue mi primera conclusión y 
decisión acerca de la corrupción: 
entenderla como un mal estructural 
de toda la sociedad, más que como 
un defecto moral de determinadas 
personas. Siempre he pensado que 
algunas plagas sociales se hacen 
más difíciles de combatir en senti-
do directamente proporcional con el 
grado de negación e hipocresía que 
tenemos como individuos ante ellas. 
Pornografía, contrabando, corrup-
ción, racismo, evasión tributaria, 
etcétera. Cuando se trata de com-
batirlas nadie confiesa haber sido 
protagonista o testigo complaciente 

el seno del hogar y de la escuela,3 
¿por qué vas a adquirirlas recién en 
la vida adulta? Pero estas censuras 
no deben residir en mandamientos 
bíblicos o dogmas religiosos, sino 
en conclusiones de la ética normati-
va basadas en lo malo y lo bueno, lo 
correcto y lo incorrecto (axiología y 
deontología). Puede sonar a filosofía 
“caviar”, pero el obrero humilde que 
logra hacer de sus hijos ciudadanos 
respetuosos no necesita conocer 
de Platón ni de Kant, necesita tener 
buenos ejemplos en sus padres, en 
sus autoridades y en sus referentes 
culturales.4

Pero regresando al mea culpa, mu-
chos profesionales tratamos de 
no cometer actos de corrupción 
(desde el concepto lingüístico5 y 
jurídico penal6 de la palabra), pero 
sí los atestiguamos, consentimos 
o aprovechamos. A eso me refiero 
con lo del cinismo social: o hemos 
incurrido en corrupción o la hemos 
visto desfilar por nuestras narices 

Si el caldo de cultivo del crimen callejero es 
la pobreza y/o la falta de empleo, el de la 
corrupción es la perversión ética y la falta de 
honradez desde el estrato familiar

 Foto: Ramiro García.

2.	Debo precisar que esta propuesta no reflejó de ninguna manera la posición oficial de la organización política que me auspició; pero suele ser una usual 
sugerencia y mala costumbre de algunos autodenominados ‘viejos lobos’ en la política.

3.	 En esa misma línea, la VIII Cumbre de las Américas: “[Nos comprometemos a] Desarrollar una cultura de transparencia, participación ciudadana y 
prevención de la corrupción para el fortalecimiento de los valores democráticos y cívicos desde la primera infancia y a lo largo de toda la vida, imple-
mentando programas de enseñanza y aprendizaje en los diferentes niveles de los sistemas educativos, así como programas de educación continua.”. 
Compromiso de Lima, 14 abr. 2018.

4.	 Por ello la necesidad de disminuir la difusión de productos seudoculturales (canciones, telenovelas, modas, etcétera) que fomentan la violencia física y 
mental, el narcotráfico de bajo impacto y la pornografía musical, porque el adolescente en formación se programa subconscientemente en el hedonis-
mo y en lo material, creciendo en una realidad socioeconómica en la que, para tener algo de todo aquello, tiene que robar, matar, sobornar o corromper. 
Todo esto es parte de nuestra tesis del neo-terrorismo urbano (expuesta en otro foro), dentro de la cual la corrupción sistémica es elemento clave.

5.	 Definición según la Real Academia de la Lengua Española: La corrupción es un comportamiento consistente en el soborno, ofrecimiento o promesa a 
otra persona que ostenta cargos públicos, o a personas privadas, a los efectos de obtener ventajas o beneficios contrarios a la legalidad o que sean 
de naturaleza defraudadora. (Fuente: https://dej.rae.es/lema/corrupción)

6.	 Conceptualización consignada en el Derecho Penal como el aceptar, recibir o solicitar cualquier beneficio para realizar u omitir un acto que permita 
favorecer a uno mismo o a tercero en algo concreto, sea en perjuicio del erario público o del patrimonio no estatal (resumen propio de los artículos 382 
al 401 del Código Penal).

y eso es entendible; pero, al menos, 
no seamos tan ridículamente cíni-
cos o tan imperdonablemente inge-
nuos para querer solamente perse-
guir y penalizar (como se pretende 
con la inseguridad ciudadana), sin 
diseñar y aplicar políticas públicas 
que permitan disminuir o revertir los 
escenarios en los que germinan las 
fuentes de la corrupción.

Si el caldo de cultivo del crimen ca-
llejero es la pobreza y/o la falta de 
empleo, el de la corrupción es la 
perversión ética y la falta de hon-
radez desde el estrato familiar: si 
no tienes censuras morales desde 
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sin denunciarla o, al menos, hacerle 
frente. 
Los electores reclaman ética y ho-
nestidad, pero a sus candidatos 
(que suelen ser varios) les reclaman 
donativos y gollerías. Los litigantes 
exigen justicia y transparencia, pero 
a sus abogados les exigen que incu-
rran clandestinamente en lo que sea 
con tal de ganar en los tribunales, 
no admiran el intelecto ni valoran el 
análisis jurisprudencial, sólo respe-
tan que el abogado haga gala del 
compadrazgo, la coima, el telefona-
zo, la malicia, la mentira sistemática 
en los argumentos y el histrionismo 
pedante en los alegatos. Así pues, 
en estos últimos años confirmé en la 
práctica lo que antes solo analizaba 
en la teoría.7 el Derecho y la Política 

son los ambientes “naturales” y más 
notorios en los que florecen libre-
mente (o se gradúan) los operado-
res de la macro corrupción.
Sin embargo, ello no significaba que 
sus orígenes y sus consecuencias 
se limitaran a ambos espacios. Vein-
te años atrás había visto en las no-
ticias la forma en la que perdíamos 
vidas y máquinas en el conflicto del 
Cenepa; y pocos años después, 
tras la caída aparente del “Fujimo-
rato”, escuché con amargura a di-
versos investigadores periodísticos 
afirmar que helicópteros y pertre-
chos habían devenido en inservibles 
durante las acciones de armas, gra-
cias no a operaciones sofisticadas 
de contrainteligencia del adversario, 
sino a detestables actos de corrup-

ción (sobrevaluación de gastos) de 
los “ladronzuelos vulgares” que tuvi-
mos como autoridades civiles y mili-
tares. Pero aun así, la corrupción no 
pasaba entonces de ser percibida 
como el conjunto de episodios de 
enriquecimiento ilícito en perjuicio 
de algunos particulares o de algu-
na eventual partida presupuestal del 
tesoro público. Fue con el narco-
tráfico y sus coimas colosales para 
los efectivos de las fuerzas arma-
das y policiales de diversos países 
de la región, sumados al aberrante 
engendro nacido en este siglo: el 
narcoterrorismo, que la sociedad in-
ternacional organizada (ONU, OEA, 
UE, etcétera) comenzó a analizar 
que la macro corrupción mientras 
más avanza, más consume los re-
cursos de un país y más perturba 
su planificación y planeamiento 
estratégicos. Contrario a lo que la 
población podría pensar, en gran 
parte por los prejuicios que rodean 
al mundo castrense. La comunidad 
de Seguridad y Defensa tiene claro 
desde hace muchos años que la 
macro corrupción es una amenaza 
para la planificación y para los recur-
sos y, por ende, para la seguridad 
nacional. 

En efecto, el Acuerdo Nacional (AN), 
publicado el año 2002, expresó los 
primeros indicios de que tarde o 
temprano, la corrupción sería consi-
derada como una amenaza para la 
seguridad y la defensa nacional. En 
su 26ava Política de Estado, el AN 
estableció el compromiso de pro-
mover “una cultura de respeto a la 
ley, de solidaridad y de anticorrup-
ción, que elimine las prácticas viola-
torias del orden jurídico, incluyendo 
el tráfico de influencias, el nepotis-
mo, el narcotráfico, el contraban-
do, la evasión tributaria y el lavado 
de dinero”. Y en su 9na Política de 
Estado, titulada específicamente 
“Política de seguridad nacional”, su-

La comunidad de Seguridad y Defensa tiene 
claro desde hace muchos años que la macro 
corrupción es una amenaza para la planificación y 
para los recursos

7.	 “(...) Los que nos preocupan son otros; esos personajes que así vistan los mejores atuendos y dominen académicamente amplios temas, o ya sea que 
se comporten en la escena pública como si de un “talk show” se tratara, mantienen en común una desagradable coincidencia: (...) Mudan de ética 
según la ocasión. (...) No existe el término, pero digamos que son ‘poliéticos’ en sentido estricto y corruptos por extensión”. Pueden haber cambiado 
de tienda política a través de los años, por decepción o por convicción; pero por conveniencia personal vuelven a coquetear con su ideario de antaño 
o con el programa político recientemente rechazado. No interesa. Lo que les importa es asegurar el “éxito” en la campaña electoral, que es ese espacio 
libre (según ellos) de ataduras morales, que cual aguas internacionales se presta a servir a cualquier embarcación con suficientes recursos para pescar 
incautos (...).” - En: Revista Interquórum N° 10, Lima, 2010, “Los políticos poliéticos”, pág. 5-9.

 Foto: Pixabay.



28

códigos penales al atentar contra la 
institucionalidad estatal (párrafo 25), 
para ello mencionan específicamen-
te que la corrupción es una amenaza 
para la seguridad de nuestros Esta-
dos, ya que socava las instituciones 
públicas y privadas, la confianza de 
la sociedad, genera grandes daños 
económicos, erosiona el estado de 
derecho y vulnera la capacidad gu-
bernamental para responder a otras 
amenazas para la defensa nacional 
(párrafo 31).
Con esto, no podemos dudar que 
algunos documentos nacen de la 
coyuntura, pero sientan preceden-
tes muy importantes. En el Perú 
salíamos de una dictadura eminen-
temente corrupta y produjimos la 
Carta Democrática Interamericana; 
en México afrontaban la infiltración 
de los sectores municipales, poli-
ciales y castrenses por parte de las 
mafias paramilitares y narcotrafican-
tes, y produjeron precisamente, un 
documento que elevó la corrupción 
al nivel de amenaza para la seguri-
dad nacional.
En este contexto es que surge nues-
tro primer “Libro Blanco de Defensa” 

(2005), un texto en el que nuestras 
fuerzas armadas dejan en claro que 
la corrupción al interior del “Campo 
de Marte” no sólo ocasiona que se 
caigan helicópteros en plena gue-
rra sino que, sobre todo, reduce 
su capacidad disuasiva y ofensiva 
al momento de ejecutar la esencia 
de su ser: defender las fronteras y 
protegernos de enemigos externos 
e internos. La enumeración de las 
amenazas internas (pág. 63) es con-
tundente: “Identificación de ame-
nazas internas: grupos terroristas, 
grupos que promueven la violencia 
social, la delincuencia común orga-
nizada, el tráfico ilícito de drogas, la 
corrupción y la depredación del me-
dio ambiente”.
Quien haya visto el filme brasilero 
“Tropa de Élite 2”  recordará que el 
personaje principal, un coronel de la 
Policía Militar, que antaño luchaba 
contra el narcotráfico, es elegido sie-
te años después como viceministro 
de Inteligencia en el Ministerio del 
Interior y, gracias a las intercepta-
ciones telefónicas y otros recursos, 
descubre que la corrupción judicial y 
policial están conectadas con la ma-
cro corrupción que impide a su país 
combatir eficazmente el narcotráfico 
y el crimen organizado de alto vuelo. 
Es, creo yo, la película que resume 
todo lo que puedan querer expresar 
de manera popular y simple todos 
los instrumentos normativos y decla-
rativos hasta ahora mencionados.

la corrupción es una amenaza para la 
seguridad de nuestros Estados, ya que 
socava las instituciones públicas y privadas

 Foto: Web congreso.

brayó el compromiso de “prevenir y 
afrontar cualquier amenaza externa 
o interna que ponga en peligro la 
paz social, la seguridad integral y el 
bienestar general”.

Hasta aquí podríamos decir que lo 
que sus autores buscaron esbozar 
es que algunas de las amenazas 
concretas que colocan en peligro 
la estabilidad recién recuperada 
(recordemos que fue redactado un 
par de años después de finiquitado 
el “Fujimontesinismo”), son el trá-
fico de influencias y el nepotismo, 
situándolos al mismo nivel del nar-
cotráfico y del lavado de dinero. Nó-
tese aquí el grado de afectación que 
teníamos como sociedad, quisimos 
asegurar que el tráfico de influencias 
y el nepotismo (características sine 
qua non del reinado de aquellos dos 
tiranos) quedaran marcados para 
siempre como signos inequívocos 
de corrupción sistémica, instalando 
así un primer semáforo que determi-
nase cuándo pondríamos un alto al 
gobierno de turno que incurriese en 
aquellas prácticas.

Pero el espíritu del Acuerdo Nacio-
nal se basó en antecedentes de 
otra etapa histórica y política,  ajena 
parcialmente a los nuevos concep-
tos que, por aquella época, el Sis-
tema Internacional de los Derechos 
Humanos institucionalizaba en sus 
foros y organismos regionales. En 
nuestro caso (América), esto se dio 
con la Declaración sobre Seguridad 
de las Américas (2003), que consi-
deró que algunos de los nuevos de-
safíos para la seguridad eran la de-
lincuencia organizada transnacional, 
el problema mundial de las drogas, 
la corrupción, el lavado de activos, 
el tráfico ilícito de armas y las co-
nexiones existentes entre ellos (pá-
rrafo 4-m); además de establecer el 
compromiso de condenarles en sus 
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Las preguntas inevitables, en nuestro 
caso, serían: ¿es realmente la corrup-
ción en el Perú una verdadera ame-
naza para la seguridad y la defensa 
nacional? ¿cómo afecta de manera 
práctica y no teórica la capacidad de 
respuesta de nuestro sistema de de-
fensa y orden interno? Quizá la res-
puesta que puedo sustentar mejor es 
la surgida de mi propia experiencia 
de vida profesional y política: la ma-
cro corrupción ha tenido por déca-
das al Callao como un bastión para 
facilitar que otras amenazas operen 
sin impedimentos: crimen organizado 
nacional y transnacional, narcotráfico 
de gran magnitud, tráfico de armas 
internacional, depredación del medio 
ambiente, todo ello con la protección 
de jueces corruptos (algunos de ellos 
ya expuestos tras el caso “Cuellos 
Blancos del Puerto”) y de sicarios a la 
orden del día.
Estas son las razones por las que, 
a través de este artículo en clave de 
ensayo, deseo subrayar que la lucha 
contra la corrupción tendrá poco de 
lucha y mucho de fanfarria. Mientras 
no nos sinceremos como sociedad 
y como individuos casi todos somos 
partícipes, como autores o como tes-
tigos, por audacia o por inercia, por 
codicia o por temor de diversos y 
frecuentes episodios de corrupción, 
en el sentido popular de esa palabra. 
Pero de la macro corrupción (que 
es como llamo a la corrupción jurídi-
co-penal con presencia intersectorial 
y descentralizada), de esa solamente 
unos cuantos son autores y cómpli-
ces. A ellos los tenemos que identi-
ficar, pero no procesar de una forma 
común y corriente. Aquí viene una 
primera idea en tono de propuesta o, 
si se quiere, de conclusión: la macro 
corrupción no puede combatirse con 
instrumentos normativos solamente, 
pues su logística y desarrollo se ci-
menta sobre tentáculos que muchas 
veces trabajan dentro del mismo sis-
tema gubernamental (central, regional 
o local), judicial y legislativo. 
Cuando narraba líneas arriba los an-
tecedentes histórico-normativos de 
nuestro actual sistema de lucha an-
ticorrupción, mencioné que el año 

2003 se establecieron muchos con-
ceptos y bases para el combate de 
este flagelo con estrategia y coordi-
nación intersectorial y hasta interna-
cional. Pues bien, precisamente al 
año siguiente, nuestro actual Códi-
go Procesal Penal (2004) nos trajo 
las figuras del agente encubierto, la 
videovigilancia, la interceptación te-
lefónica, el levantamiento del secreto 
de telecomunicaciones, entre otras. 
Porque en la comunidad internacio-
nal ya se estaba entendiendo el fe-
nómeno de la corrupción sistémica 
como una amenaza para la seguri-
dad nacional y, por ende, como una 
realidad que debía erradicarse con 
armas y herramientas provenientes 
de la vieja escuela de la seguridad y 
la defensa: el espionaje y la inteligen-
cia.
Durante la VIII Cumbre de las Améri-
cas (2018), debatida y analizada gra-
cias a la Fundación Friedrich Ebert en 
abril de este año, el señor presidente 
de la República subrayó claramen-
te “que en el Perú, como en toda la 
región, la corrupción tiene enormes 
consecuencias sobre la gobernabili-
dad, sobre el crecimiento económico 
y sobre la calidad de vida de los ciu-
dadanos”, teniendo claro que la co-
rrupción es uno de los mayores obs-
táculos para el desarrollo y el goce 
efectivo de los derechos humanos 
al generar pérdidas cuantiosas de 
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recursos e impedir “atender con efi-
ciencia las necesidades más urgen-
tes de nuestras poblaciones en ma-
teria de educación, salud, vivienda 
e infraestructura”. Pero el dato más 
relevante, para efectos de la presen-
te edición, es que según el Banco 
Mundial, se pierde anualmente el 2% 
del Producto Bruto Interno global en 
pago de sobornos, lo que aproxima-
damente asciende a 1.5 billones de 
dólares: ¡diez veces más de lo que el 
mundo invierte en asistencia para el 
desarrollo!
Pues bien, recordemos que las tra-
gedias que asolaron nuestro país en 
los últimos 50 años (terremoto de 
Áncash en 1970, terremoto de Pisco 
en 2007, terremotos diversos en este 
2019, conflictos armados con países 
vecinos, narcoterrorismo, subversión 
y levantamientos armados, entre 
otros más), consumen ingentes re-
cursos económicos del erario nacio-
nal. Desde luego, es deseable que 
los desastres sociales no sucedan y 
para ello debe estar siempre alerta el 
Sistema de Seguridad y Defensa Na-
cional (que incluye al Sub Sistema de 
Inteligencia Nacional); pero, si es que 
ocurrieran los desastres naturales, 
¿se unirán los megacorruptos, los 
narcotraficantes y los delincuentes 
terroristas para apoyar económica 
y logísticamente al Estado en la re-
construcción nacional? u
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“Todos los defensores de 
Chaparrí, somos héroes”
Javier Ruiz es uno de los 
voceros de la defensa de 
la Reserva Ecológica de 
Chaparrí, zona ubicada en 
la región Lambayeque, en 
el Norte del Perú, recono-
cida a nivel internacional 
por proteger especies en 
peligro de extinción como 
la pava aliblanca (Penelo-
pe albipennis) y el oso de 
anteojos (Tremarctos orna-
tos). Su lucha es una lucha 
cotidiana que ha encontra-
do su mayor obstáculo en 
la corrupción. Este artículo 
detalla el problema.

La Reserva de Chaparrí y 
la importancia de su de-
fensa
Chaparrí es la primera Área Natu-
ral Protegida que tiene la categoría 
de Área de Conservación Privada 
(ACP) del Perú, creada por iniciati-
va y protagonismo de un grupo de 
campesinos de Lambayeque que 
intuitivamente deciden autodenomi-
narse comunidad ecológica (2000). 
Para avanzar en esta idea convo-
can a conservacionistas como el 
reconocido fotógrafo de naturaleza 
Heinz Plenge. Este grupo, a pun-
ta de ganas y creatividad, pone en 
marcha un proyecto que sonaba a 
utopía por esos días. Bajo este con-
texto, en una decisión histórica de la 
Asamblea General Extraordinaria y 
por unanimidad, los integrantes de 
la comunidad deciden convertir el 
80% de su territorio en una reserva 
ecológica. Además, para no perder 
la propiedad sobre el área eligen el 
modelo de Áreas de Conservación 
Privada, opción reconocida por el 
Estado peruano como parte del Sis-
tema Nacional de Áreas Naturales 
Protegidas, pero que hasta esa fe-
cha nadie había asumido.
Después de un proceso complicado 
nace bajo la Resolución Ministerial 
N° 1324-2001-AG, la primera ACP 

del Perú, siendo su gestora la Co-
munidad Campesina Muchik Santa 
Catalina de Chongoyape. Esta área 
toma el nombre de la Montaña Cha-
parrí, ubicada precisamente en el 
territorio comunal, sitio que desde 
milenios se considera como un lugar 
sagrado. Este hecho, de por sí, se 
convierte en una razón para proteger 
la Reserva del Chaparrí, es decir, se 
trata de una iniciativa pionera que, 
además, habla del uso del derecho a 
la autodeterminación de una comu-
nidad campesina para reordenar su 
territorio, en un contexto en el que el 
tráfico de tierras ya se constituía en el 
cáncer que las afecta gravemente a 
lo largo de la costa peruana.
Si a todo este contexto le sumamos 
las estrategias de autogestión de-
sarrolladas por los campesinos en 
su reserva ecológica, acciones que 
implican exitosos programas de con-
servación de especies globalmente 
amenazadas y el impulso del turis-
mo de naturaleza, entendemos por 
qué esta zona se convirtió rápida-
mente en modelo y referente, tanto 
así que actualmente el Perú ya tiene 
130 Áreas de Conservación Privada 
(ACP), la mayoría creadas por otras 
comunidades campesinas y nativas. 
Como diría algún experto “Chaparrí 
es el buque insignia de la conserva-
ción privada en el Perú”.

Javier Ruiz Gutiérrez
Presidente del Centro de Investigación y Promoción 
del Desarrollo Sostenible - CIPDES. Con amplia 
experiencia en la formulación y elaboración de 
proyectos para la mejora de la calidad de vida de 
las comunidades rurales. Reconocido como Héroe 
del Paisaje el año 2019 por Global Landscapes 
Forum (GLF).Miembro de la Red Interquorum 
Lambayeque.
javierruizgutierrez@gmail.com

 Foto: Javier Ruiz.
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Relevancia del trabajo rea-
lizado por los campesinos 
de Chaparrí
Quienes defendemos esta valiosa 
área natural siempre hemos sosteni-
do que “si perdemos Chaparrí, Lam-
bayeque perdería uno de sus pul-
mones”. Una afirmación que implica 
que, de las seis áreas naturales pro-
tegidas de esta zona, sólo Chaparrí, 
con sus 34.412 hectáreas de exten-
sión, representa el 53,39% del total 

de la superficie de áreas protegidas 
de nuestra región, de lejos es la más 
grande y la segunda en el Perú con la 
categoría de ACP, después de la ACP 
“Los Chilchos” (Amazonas), que tiene 
46 mil hectáreas de conservación.

Además, los bosques secos, como 
todo bosque, constituyen los princi-
pales reguladores del ciclo del agua 
y la principal protección frente a las 
inundaciones que con cada llegada 
del Fenómeno de El Niño sufre nues-
tra región.

medio, como una de las diez expe-
riencias más exitosos del mundo.

Además, son significativos los avan-
ces en los programas de reintro-
ducción de camélidos para la costa 
peruana y el de conservación del 
“Cóndor Andino”. En fin, Chaparrí 
con su ecosistema tipo bosque seco 
ecuatorial contiene una importante 
biodiversidad y los comuneros con 
ayuda de algunos expertos han po-
dido registrar 283 aves, de ellas, 47 
son endémicas de la región tumbe-
sina, 14 especies de mamíferos, 19 
especies de reptiles, 3 anfibios y 52 
especies vegetales.

Turismo de naturaleza en 
Chaparrí. Una apuesta 
para el desarrollo
Hay que recordar que las ACP, a 
diferencia de otras áreas naturales 
protegidas del país, no reciben nin-
gún financiamiento público, a pesar 
de la importancia que, como en el 
caso de Lambayeque, pudieran 
tener. Eso de alguna manera mar-
có el derrotero de esta experiencia 
autogestionaria. Los comuneros de 
Chongoyape encontraron en el turis-
mo de naturaleza una oportunidad 
real y sostenible para conservar y 
mantener organizada y planificada-
mente la biodiversidad. Esta es la 
razón por la que visitar Chaparrí se 
convierte en una experiencia muy 
importante, hacerlo significa contri-
buir con su conservación. Y, aunque 
suene reiterativo, Chaparrí también 
es pionera en el impulso del turismo 
en los bosques secos.

Actualmente podemos visitar circui-
tos turísticos como la “Ruta de los 
Encantos”, que permite conocer la 
importancia del paisaje, flora y fauna 

Fuente: Elaboración propia a partir de información del Sernanp.

Gráfico N° 1: áreas naturales protegidas del 
departamento de Lambayeque
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Chaparrí, más que un bos-
que seco
El oso de anteojos u oso andino (Tre-
marctos ornatos) se convirtió desde 
el inicio en la imagen de Chaparrí 
gracias al importante programa de 
rescate y conservación de esta caris-
mática especie que se encuentra en 
estado vulnerable, de acuerdo con la 
clasificación de la Unión Internacional 
para la Conservación de la Naturaleza 
(UICN). Las amenazas se encuentran, 
básicamente, en la cacería furtiva y la 
pérdida de su hábitat, grandes males 
que han puesto a muchas especies 
en peligro de extinción. Gracias al tra-
bajo desarrollado por los comuneros 
para frenar estos dos grandes males 
en el ACP Chaparrí, se ha registrado 
la presencia de 35 ejemplares del oso 
de anteojos, lo que coloca a la reser-
va como la región con la población 

más densa de esta especie en Sud-
américa.

Sin embargo, también es muy rele-
vante el programa de reintroducción 
de la pava aliblanca (Penelope albi-
pennis), ave críticamente amenazada, 
que hasta los años ochenta se creía 
extinta. Se estima que sólo quedan 
unos 300 individuos silvestres habi-
tando los bosques secos del noroes-
te peruano. Hoy, Chaparrí es el ho-
gar de aproximadamente el 30% de 
pavas existentes, por lo que la UICN 
consideró su reintroducción en este 

Quienes defendemos esta valiosa área natural 
siempre hemos sostenido que, “si perdemos 
Chaparrí, Lambayeque perdería uno de sus 
pulmones”.
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en el surgimiento de la cultura Mo-
chica. En este mismo circuito están 
los programas de conservación de 
especies, además es un escena-
rio considerado como un “paraíso” 
para los Birdwatchers (turismo de 
observación de aves). Y, a pesar de 
que todas la tareas emprendidas se 
presentaban como una cuesta arri-
ba, se ha podido continuar con el 
desarrollo de nuevas ofertas de tu-
rismo de naturaleza, como el “Eco-
camping Racarrumi” y la Finca Agro-
turística “El Torito”.

¿Por qué una cruzada 
para salvar Chaparrí?
Paradójicamente, cuando en Cha-
parrí se celebraba la renovación 
de su condición de reserva, a tra-
vés de la Resolución Ministerial N° 
153-2011-Minam, y esta vez a per-
petuidad (normalmente las ACPs 
tienen que renovar su condición 
de Área Natural Protegida cada 10 
años); en otras instancias se nego-
ciaba a espaldas de los comuneros 
propietarios e impulsores de la crea-
ción de la reserva otro tipo de uso 
para estas tierras.

En la práctica lo que pudimos ver es 
que, a finales del año 2012, el pro-
ceso normal de transición democrá-
tica de la directiva comunal se vio 
afectado por la irrupción de un im-
portante grupo de personas que, a 
través de una campaña agresiva de 

desprestigio desde las radios locales 
de Chongoyape, llamaba a expulsar 
a los campesinos de las zonas rura-
les y a los impulsores de la creación 
de la reserva. Además, exigían que 
se reparta la tierra a costa de reducir 
la reserva ecológica de 34.412 hec-
táreas a solo 4.000.
De manera evidentemente fraudu-
lenta, estas personas, que no eran 
campesinos, ni nunca habían teni-
do una relación con la comunidad 
campesina, aparecieron en los pa-
drones comunales, se instalaron a 
través de procesos eleccionarios 
irregulares y tomaron el control le-
gal de la directiva comunal. En vano 
fueron las denuncias de los comu-
neros afectados, ya que, a pesar de 
tener pruebas irrefutables de lo que 
denominaron el robo de su comuni-
dad y su reserva, solo tuvieron como 
resultado de esta resistencia inicial, 
que un gran número de ellos fuera 
expulsado.
Por otro lado, los padrones comu-
nales se inflaron casi mágicamente, 
la Comunidad de Chongoyape pasó 

de tener unos 300 comuneros a re-
gistrar más de 900. Ya para el año 
2014, con esta nueva mayoría de 
“comuneros ilegales” y con el con-
trol legal de la comunidad, iniciaron 
la destrucción de todas las iniciati-
vas autogestionarias de conserva-
ción, tanto así que dieron paso a la 
repartición de las tierras de la reser-
va, promovieron la toma de tierras, 
regresaron los cazadores furtivos, se 
deforestó y destruyó, además, gran 
parte del patrimonio cultural que 
también se protegía en la reserva.

Compromisos personales 
con la defensa de la 
reserva
En febrero del 2015, en una asam-
blea en la que participaron los co-
muneros fundadores de Chaparrí, se 
establecieron las acciones de resis-
tencia y defensa con todos los líde-
res comunales expulsados, al igual 
que todos los comuneros que lidera-
ban la conservación y el turismo, sin 
el apoyo de la cooperación interna-
cional y bajo agresiones y amenazas 
de quitarle la tierra a todo el que se 
opusiera. Como consecuencia nega-
tiva, el turismo cayó en picada por el 
impacto del accionar de los directi-
vos cuestionados.
A pesar de tratar de evitarlo, Chapa-
rrí había caído en manos de una red 
de traficantes de tierras. Era increí-
ble presenciar la forma en la que las 
autoridades que tenían la responsa-
bilidad de preservar los bosques o 
los derechos comunales, ahora les 
daban la espalda y legitimaban una 
cuestionada directiva que promovía 
la desaparición de la reserva y de la 
propia comunidad campesina al im-
pulsar la parcelación de las tierras 
comunales.

Por otro lado, los padrones comunales se 
inflaron casi mágicamente, la Comunidad 
de Chongoyape pasó de tener unos 300 
comuneros a registrar más de 900.

 Foto: Javier Ruiz.
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El inicio de la resistencia
Con un pequeño grupo de voluntarios 
se organizó un equipo de investiga-
ción centrado en identificar qué había 
de fondo, ya que la presencia de los 
traficantes de tierras por sí sola no 
era suficiente para entender el blin-
daje descarado a esta bien elabora-
da estrategia del despojo. Con ellos 
se descubrió que se pretendía lograr 
que Chaparrí pierda su condición de 
reserva y facilitar la construcción de 
un mega reservorio para cambiar el 
uso del suelo y ampliar la frontera 
agrícola. Todo indicaría que con esta 
finalidad se habrían asociado diversas 
organizaciones gubernamentales y 
privadas. Esquema en el que los tra-
ficantes de tierras, en el fondo, solo 
serían los operadores para limpiar los 
obstáculos que impidiesen la cons-
trucción de la represa “La Montería”.

Con estos insumos y con evidencia 
en mano, se organiza el “Frente de 
Defensa Salvemos Chaparrí” en se-
tiembre del 2016, con el apoyo de 
voluntarios y campesinos. Así, con un 
pequeño grupo de voceros se inician 
las denuncias ante la prensa local y 
nacional, y la batalla legal para que 
los comuneros expulsados puedan 
ser reintegrados.

Bajo este contexto, y con el oso de 
anteojos como símbolo de la resis-
tencia, son las Redes Interquorum 
las que se convierten en el primer 
espacio fuera de Lambayeque en el 

que se impulsó el lema “Salvemos 
Chaparrí”. Pasacalles, plantones y 
otras acciones de incidencia logra-
ron colocar en la agenda local el 
peligro que corría la reserva, sus co-
muneros y la propia región.

La prensa tomó las denuncias y 
amplió sus propias investigaciones, 
la corrupción se hacía evidente, así 
como el abuso y la impunidad esgri-
midas para desaparecer Chaparrí. 
Además, desde el Congreso (antes 
de su disolución) los congresistas 
María Elena Foronda y Marco Ara-
na, a solicitud de los comuneros, 
con sus acciones de investigación 
y fiscalización obligaron a muchas 
entidades públicas que se hacían 
de la “vista gorda” a “por lo menos” 
atender el pedido de justicia de los 
comuneros de Chaparrí.

Todo esto permitió equilibrar el ta-
blero para los comuneros fundado-
res; sin embargo, también aumentó 
la violencia contra ellos y todos los 
que nos involucramos en la defensa 
de la reserva. Constantes agresio-
nes y la llegada de un grupo familiar 
con prácticas de sicariato, incen-
dios forestales y la toma de tierras 
alteraron la vida cotidiana en esta 
otrora pacífica comunidad.

Los mártires de Chaparrí
Una primera alerta del incremen-
to de los niveles de violencia en el 
conflicto fue el intento de asesinato 
de los hermanos conservacionis-

 Foto: Javier Ruiz.

Así, con un pequeño 
grupo de voceros se 
inician las denuncias 
ante la prensa local 
y nacional, y la 
batalla legal para 
que los comuneros 
expulsados puedan 
ser reintegrados.

tas Juan y Heinz Plenge Pardo, en 
mayo del 2017, y posteriormente, en 
diciembre de ese año, se perpetró 
el cruel asesinato del líder campesi-
no Napoleón Tarrillo Astonitas, que 
estaba reorganizando las rondas 
campesinas, precisamente para fre-
nar la violencia, las invasiones de las 
tierras y los incendios forestales que 
comenzaban a multiplicarse. En un 
hecho sin precedentes, que grafica 
la impunidad en las acciones de los 
invasores, el propio presidente del 
Poder Judicial del Perú en aquella 
época, Sr. Duberlí Rodríguez, que 
atendió el pedido de justicia de 
nuestro Frente de Defensa, fue ame-
nazado de muerte el mismo día en el  
que desarrolló una inspección in situ 
con otras autoridades regionales.

Amenazas particulares
Así como todos los involucrados en 
esta lucha que describo, he sido víc-
tima de atentados contra mi vida, 
agresiones y acciones intimidatorias 
como llamadas con insultos y ame-
nazas. Pero al igual que yo, otros 24 
líderes campesinos y conservacionis-
tas del Frente de Defensa “Salvemos 
Chaparrí” han vivido experiencias 
similares. Y, al no doblegarnos, tam-
bién hemos sido víctimas de pro-
cesos de criminalización. Todos los 
líderes y voceros han enfrentado y 
siguen enfrentando procesos de 
investigación fiscal, “paradójica-
mente” por atentar contra los bos-
ques. Inclusive, se quiso imputar la 
autoría del asesinato de Napoleón a 
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nuestra compañera comunera Flor 
Vallejo, su viuda y sobreviviente del 
execrable atentado. Dentro de este 
contexto, el acompañamiento de 
la Coordinadora Nacional de Dere-
chos Humanos ha sido muy impor-
tante, ya que sin su apoyo los que 
defendemos Chaparrí estaríamos 
privados de nuestra libertad.

Reconocimiento de Global 
Landscapes Forum (GLF)
Este año el Global Landscapes 
Forum (GLF)1 me entregó el recono-
cimiento de Héroe del Paisaje, una 
distinción que agradezco, sobre 
todo, porque se da en un contexto 
en el que los procesos de criminali-
zación pretendieron desacreditar mi 
vocería en la defensa de Chaparrí. 
Sin embargo, tengo muy claro que 
el reconocimiento no es individual y 
que solo estoy prestando el rostro 
a un colectivo, a todos los que nos 
sumamos para defender la reser-
va. Esta es una lucha de comune-
ros, voluntarios, conservacionistas, 
prensa responsable (que difundió 
intensamente nuestras denuncias), 
fiscales y jueces honestos, que co-
menzaron a aplicar la justicia, y a 
las pocas fundaciones y ONGs que 
no nos dieron la espalda. También 
comprende a las organizaciones de 
derechos humanos, a los congre-
sistas (que se tomaron en serio los 
derechos campesinos y la defensa 
de la reserva), a los ciudadanos de 
a pie que se sumaron a nuestros 

pasacalles y plantones, a los colec-
tivos ambientales y, por supuesto, 
a la Red Interquorum. En fin, todos 
los defensores de Chaparrí, que de 
una u otra forma son los héroes de 
la protección de la reserva.

Reflexiones finales
La razón que puso, paradójicamen-
te, en peligro de extinción a la Re-
serva Ecológica de Chaparrí, el pro-

Esta es una lucha de comuneros, voluntarios, 
conservacionistas, prensa responsable (que 
difundió intensamente nuestras denuncias), 
fiscales y jueces honestos, que comenzaron 
a aplicar la justicia, y a las pocas fundaciones 
y ONGs que no nos dieron la espalda.

yecto del reservorio “La Montería”, 
que es parte del Plan Hidráulico de 
Lambayeque, sigue vigente y toda-
vía se continúa con las negociacio-
nes para su ejecución. Y si bien ya 
no están presentes las empresas 
brasileñas vinculadas al caso “La-
vajato”, se conoce que hay nuevos 
postores listos para la tarea. 

Esto coincide con una nueva arre-
metida por parte de quienes toma-
ron en su momento el control de 
la comunidad, ellos quieren frenar 
todo lo avanzado en la defensa de 
Chaparrí, como la limpieza de los 
padrones comunales de “falsos co-
muneros” y las elecciones de una 
nueva junta directiva. Por eso, y en 
atención a todo lo vivido y sufrido, 
ya no podemos bajar la guardia 
en nuestro compromiso por salvar 
Chaparrí. u

1 El Global Landscapes Forum (GLF) es la plataforma basada en el conocimiento más grande del mundo sobre el uso integrado de la tierra, dedicada a 
alcanzar los Objetivos de Desarrollo Sostenible y el Acuerdo Climático de París. El Foro adopta un enfoque holístico para crear paisajes sostenibles que sean 
productivos, prósperos, equitativos y resilientes, y considera cinco temas cohesivos de iniciativas de alimentos y medios de vida, restauración del paisaje, 
derechos, finanzas y medición del progreso. Está dirigido por el Centro de Investigación Forestal Internacional (CIFOR), en colaboración con sus cofunda-
dores de ONU Medio Ambiente y el Banco Mundial entre otras entidades internacionales que hacen sinergias para el logro de los Objetivos de Desarrollo 
Sostenible y el Acuerdo Climático de París.

 Foto: Javier Ruiz
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Proyecto #Ciudad Mujer: igualdad de 
género y empoderamiento de las mujeres 
en Lima Metropolitana

SECCION PANORAMA

Disminuir las brechas de género en las 
ciudades significa que se deben garantizar 
los derechos humanos de las mujeres y su 
participación plena y efectiva en la toma 
de decisiones sobre el uso del territorio, 
para ello es necesario que se elimine toda 
forma de discriminación y violencia hacia 
ellas y se incluyan sus demandas de gé-
nero en el proceso de planificación e im-
plementación de las políticas públicas ur-
banas y territoriales útiles para abordar los 
desafíos de la urbanización. Estas son las 
líneas marco que llevan a Centro de Estu-
dios y Promoción del Desarrollo (desco) 
en alianza con la Gerencia de la Mujer de 
la Municipalidad Metropolitana de Lima, el 
Grupo Propuesta Ciudadana, la coopera-
ción solidaria de Ginebra Tercer Mundo y 
el respaldo de la Coalición Internacional 
por el Hábitat (HIC), y la Plataforma Global 
por el Derecho a la Ciudad, a impulsar el 
Proyecto #Ciudad Mujer: igualdad de gé-
nero y empoderamiento de las mujeres en 
Lima Metropolitana.
#Ciudad Mujer se desarrolla para contri-
buir con la reducción de las brechas de 
género en la participación ciudadana por 
el derecho a la ciudad, incrementar el 
protagonismo de las mujeres en la toma 
de decisiones y su participación políti-
ca y ciudadana. Promueve también, que 
las mujeres de las organizaciones socia-
les que impulsan la Agenda Política de la 
Mujer potencien, fortalezcan, defiendan y 
promuevan sus derechos, la igualdad de 
género y el empoderamiento para prevenir 
todo tipo de violencia. Además de gene-
rar herramientas de comunicación para la 
incidencia política ante instituciones públi-
cas locales y nacionales.
Un estudio reciente analiza el acoso se-
xual que enfrentan las mujeres en las prin-
cipales ciudades del mundo y Lima resultó 
ser la más peligrosa para ellas. “Lima es la 
ciudad más insegura para una joven que 
sale sola de casa o usa el transporte pú-

blico, tanto de noche como de día”, con-
cluyó este informe. Las Naciones Unidas 
expresa que “Las mujeres están en des-
ventaja en comparación con los hombres 
en las ciudades en términos de igualdad 
de acceso al empleo y la vivienda, la salud 
y la educación, el transporte, la propiedad 
de los activos, las experiencias de la vio-
lencia urbana, y la capacidad de ejercer 
sus derechos” (UN-Habitat, 2013). Estas 
son las razones que hacen necesaria la 
recuperación del sentido de planificación 
y gestión del territorio. 
Este proyecto afianza procesos de desa-
rrollo impulsados sistemáticamente por el 
Programa Urbano de desco con las or-
ganizaciones de mujeres de Lima Sur de 
la Agenda Política de la Mujer que trabaja 
para su empoderamiento e incide en los 
procesos de desarrollo que les permitan 
alcanzar el libre ejercicio de derechos en 
igualdad de oportunidades, la lucha con-
tra toda forma de violencia y el fortaleci-
miento de las organizaciones sociales de 
mujeres representativas a nivel de los dis-
tritos de Lima Sur.
Al finalizar, se espera obtener los siguien-
tes resultados:
- mujeres de organizaciones sociales de 

base empoderadas y fortalecidas en sus 
capacidades, con herramientas para de-
fender el derecho a la ciudad bajo un en-
foque de género.
- incremento de la presencia pública de 
las mujeres organizadas y con liderazgo 
para emprender proyectos de intervencio-
nes urbanas.
- mujeres organizadas con capacidad 
para generar participativamente herra-
mientas de sensibilización e información 
sobre el derecho a la ciudad.
- mujeres líderes que desarrollen proce-
sos de vigilancia e incidencia sobre las po-
líticas públicas para el desarrollo de la ciu-
dad que involucre el enfoque de género.
Finalmente, desco entiende que el de-
recho a la ciudad supone una relación 
estrecha y directa entre tres elementos: 
los derechos humanos, la democracia 
y el territorio. En ese sentido no debería 
sorprender que el derecho a la ciudad lla-
me a la lucha por el ejercicio pleno de la 
ciudadanía, uno que garantice, a su vez, 
el derecho a un lugar seguro que permita 
vivir en paz y con dignidad, en el que exis-
tan espacios de interlocución Estado-so-
ciedad civil. u
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Ciudades del Perú: políticas públicas de urbanismo y 
Hábitat III

La ciudad, uno de los inventos más complejos de la humanidad, evidencia a lo largo de los siglos que va a la 
vanguardia en la generación de derechos, evolución que conlleva una permanente tensión. La ciudad no es 
neutra desde un punto de vista de género y la orientación de la planificación urbana a lo largo de la historia, se 
toma bajo decisiones del poder del sistema dominante. La relación entre los temas de género y el hábitat en 
América Latina inicia su desarrollo bajo el pensamiento feminista que impulsaron la academia y los movimien-
tos sociales a favor de los derechos e igualdad de las mujeres. En las últimas décadas los planteamientos del 
“derecho a la ciudad” se revitalizan para definir y crear lo que debería existir para permitir una vida decente en 
los ambientes urbanos (Harvey, 2003). En esta línea el Centro de Estudios y Promoción del Desarrollo (desco) 
coordina la edición temática del N° 28 de la Revista “Interquorum Nueva Generación”, bajo el título “Derecho a 
la ciudad con perspectiva de género”. Esfuerzo que tiene como principal aliada a la Fundación Friedrich Ebert 
(FES) y la alianza con el Grupo Propuesta Ciudadana y Ginebra Tercer Mundo, la Coalición Internacional para 
el Hábitat (HIC) y la Plataforma Global por el Derecho a la Ciudad.u

Próximo número 28. “Derecho a la ciudad con 
perspectiva de género”

Los procesos de conflictividad urbana 
y el desarrollo de las ciudades bajo un 
contexto de alto crecimiento poblacional 
en el país ocasionan mayor demanda 
de suelos para nuevas viviendas y áreas 
de expansión en las diferentes regiones. 
Esta demanda se cubre informalmente y 
las políticas públicas para un desarrollo 
ordenado y racional del territorio no es-
tán presentes.

Este es el proceso que el Centro de Es-
tudios y Promoción del Desarrollo (des-
co) y la Fundación Friedrich Ebert toman 
como base para el desarrollo de los foros 
“Ciudades del Perú: políticas públicas de 
urbanismo y Hábitat III”. Este trabajo tam-

bién contó con la alianza de la Coalición 
Internacional por Hábitat (HIC) y la Plata-
forma Global por el Derecho a la Ciudad. 
En total fueron 12 los eventos públicos en 
igual número de ciudades del Perú: cua-
tro en la Selva: Tarapoto, Iquitos, Pucallpa 
y Madre de Dios (2017); cuatro en la Sie-
rra: Huamanga, Chachapoyas, Huaraz y 
Cajamarca (2018); y, cuatro en la costa: 
Piura, Trujillo, Mollendo y Tacna (2019). 
Cabe mencionar que los foros contaron 
con la participación activa de las redes IQ 
de cada una de las ciudades anfitrionas. 
El objetivo fue el de generar espacios de 
intercambio y debate entre los represen-
tantes de los diversos gobiernos regio-
nales y locales, sectores del ejecutivo, 
organizaciones sociales, universidades y 
empresas sobre el desarrollo sostenible 
de las ciudades, así como la identifica-
ción de propuestas y lineamientos para la 
gestión de los procesos de conflictividad 
urbana y desarrollo sostenible.
Luego de tres años de trabajo el investi-
gador principal de desco, Mario Zolezzi 
Chocano, y el jefe del Programa Urba-
no, Ramiro García Quispe, presentaron 
el informe titulado “Ciudades del Perú: 
informe de talleres sobre conflictividad 

urbana, desarrollo sostenible e impactos 
de la expansión urbana”, el pasado vier-
nes 29 de noviembre del 2019 en el Foro 
Ciudades del Perú: políticas públicas de 
urbanismo y Hábitat III, actividad que 
contó además, con el apoyo del Grupo 
Propuesta Ciudadana.

Finalmente, a cuatro años de iniciado 
este proceso se cuenta con actores de 
la sociedad civil, del ámbito público y 
privado identificados a nivel nacional, in-
volucrados con el impulso de acciones 
orientadas al desarrollo sostenible de las 
ciudades. Sin embargo, de debe conti-
nuar acompañando y potenciando estas 
iniciativas regionales desde una perspec-
tiva nacional que permita construir una 
masa crítica capaz de formular participa-
tivamente y a partir de la realidad local y 
nacional, iniciativas de políticas públicas 
orientadas a configurar ciudades en las 
que se pueda vivir dignamente, acceder 
a espacios de ejercicio y garantía de los 
derechos, que aseguren la distribución 
y el beneficio equitativo, universal, justo, 
democrático y sostenible de los recur-
sos, riquezas, servicios, bienes y opor-
tunidades. u

 Foto: Karla Solari.



37

El Interquorum Macro Regional es un 
espacio de articulación y colabora-
ción implementado entre la Red Inter-
quorum y la Fundación Friedrich Ebert 
(FES), que implica la participación de 
diferentes aliados estratégicos convo-
cados por su interés para desarrollar 
temas que hacen parte de los ejes de 
trabajo de la red. 
Cuando hablamos de los encuentros 
macro regionales nos referimos a la 
implementación de espacios que nos 
permiten dotar de un conjunto de con-

ceptos y herramientas a los participan-
tes (Interquoristas). Así, ellos continua-
rán con el desarrollo de miradas más 
amplias, unas que no abarquen úni-
camente lo local, y podrán establecer 
agendas comunes y complementarias 
entre los territorios cercanos, apoya-
dos en una base sólida para la cons-
trucción de propuestas, el cumplimien-
to irrestricto de los derechos humanos, 
el fortalecimiento de la democracia, la 
equidad de género y el desarrollo sos-
tenible.

Interquorums macro regionales 2019. 
Construcción de propuestas para el desarrollo 
sustentable del país

SECCION INTERQUORUM

La corrupción es un mal que frena 
el desarrollo del país, por ello, volun-
tarias de la Red Interquorum Piura 
comprometidas con el impulso de 
la vigilancia ciudadana, la integridad 
y la transparencia como elementos 
esenciales de la democracia, parti-
cipan como “Veedoras ciudadanas” 
del proceso de reconstrucción ini-
ciado para revertir los efectos ca-
tastróficos del Fenómeno del Niño 
Costero, que dañó gravemente al 
departamento de Piura, un proceso 
que va desde el año 2017 a setiem-
bre de 2019.

En este año 2019 la red desarrolló dos 
macro regionales: el Interquorum Ma-
cro Regional del Norte, en la ciudad de 
Tumbes (29 de agosto al 01 de setiem-
bre) y el Interquorum Macro Regional 
del Sur, en la ciudad de Abancay (26 de 
setiembre al 29 de setiembre de 2019). 
Ambos contaron, además del soporte 
permanente de la Fundación Friedrich 
Ebert (FES), con la colaboración y aus-
picios de Planned Parenthood Global y 
las Redes Interquorum de cada ciudad 
anfitriona u

Piura: veedurías ciudadanas que aportan al cambio
La vigilancia ciudadana 

informada es clave 
para garantizar obras 

transparentes y eficientes 
en la reconstrucción con 

cambios

Las veedoras vigilan la ejecución de 
las obras incluidas en el Plan Integral 
de la Reconstrucción con Cambios 
(PIRCC) en la región, ya que la Au-
toridad para la Reconstrucción con 
Cambios ha transferido a las unida-
des ejecutoras, es decir, ministerios, 
gobiernos locales y gobierno regio-
nal, la cifra de S/ 2.561 millones para 
implementar las obras que permitan 
rehabilitar, reconstruir y construir la 
infraestructura dañada. Las inter-
quoristas comprometidas con las 
veedurías verifican la documenta-
ción del proceso de contratación a 
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convocatoria reunió a treinta autorida-
des jóvenes de dieciocho departamen-
tos del país, ellos recibieron herramien-
tas conceptuales relacionadas con el 
desarrollo personal, la implementación 
de instrumentos de gestión en go-
biernos subnacionales y desarrollo de 
técnicas para la construcción de polí-
ticas públicas. Los temas bajo los que 
se trabajó implicaron: empleo juvenil, 
lucha contra la corrupción, género, y 
desigualdad, con ellos pudimos en-
marcar los enfoques de desarrollo de 
prioridades, también desarrollamos 
sesiones y talleres de liderazgo, comu-
nicación y vocería, planificación, cómo 
elaborar ordenanzas, cómo elaborar 
políticas públicas. 
Finalmente, tal vez lo más valioso de 
este tipo de experiencias, creemos, 
es la oportunidad de contar con un 
espacio que permite compartir e inter-
cambiar experiencias con exautorida-
des juveniles de municipalidades del 
interior del país. El seminario se realizó 
del 21 al 24 de agosto del 2019 en la 
ciudad de Lima. u

Seminario de gestión política para autoridades jóvenes
“Compromiso con la juventud, compromiso con 
el país”

La misión de la Red Interquorum es la 
de promover el empoderamiento de las 
y los jóvenes con valores democráti-
cos, este gran objetivo nos permite es-
tar conscientes de la importancia que 
tiene el que nuestras jóvenes autorida-
des promuevan el buen ejercicio de sus 
funciones con capacidad y efectividad.
Bajo esta lógica la Red Interquorum, 
aliada con la Asociación Nacional de 

través de los portales de transpa-
rencia y realizan visitas periódicas a 
los lugares en los que se desarrollan 
los proyectos de construcción o re-
habilitación de establecimientos de 
salud, instituciones educativas, vi-
viendas, carreteras, canales de riego 
y sistema de agua y alcantarillado.

La veeduría ciudadana es un proyec-
to que impulsa el Observatorio de la 
Integridad aliado con instituciones 
de la sociedad civil en las regiones 
más afectadas por el Niño Costero 
(Piura, Lambayeque, La Libertad, 
Tumbes, Áncash, Chimbote y Hua-

SECCION INTERQUORUM
raz), y cuenta con el apoyo de la 
Agencia de los Estados Unidos para 
el Desarrollo Internacional (USAID).u

Autoridades Políticas Jóvenes, y con el 
apoyo de la Fundación Friedrich Ebert 
(FES) y Oxfam, desarrolló el Seminario 
“Compromiso con la juventud, compro-
miso con el país”.
Este espacio de trabajo se utilizó para 
desarrollar lazos de colaboración y 
amistad entre las autoridades jóvenes y 
diversos expertos en el fortalecimiento 
de capacidades y buen gobierno. La 
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ENTREVISTA
Astrid Becker
Astrid Becker asumió la representación de la sede de la Fun-
dación Friedrich Ebert en Perú el año 2015, ahora le toca 
asumir una nueva encargatura en México como directora 
del Proyecto Regional Transformación Social-Ecológica. Los 
miembros de la Red Interquorum queremos agradecer su 
buena disposición y amplia apertura para permitirnos partici-
par en distintas ocasiones de la mano de la fundación como 
aliados estratégicos, una colaboración que, como ella misma 
nos cuenta en esta entrevista, será posible mantener a pesar 
de su traslado.

¿Podría proporcionarnos una bre-
ve reseña personal? ¿Cuándo se 
vinculó con la FES?
En primer lugar, deseo agradecer 
la oportunidad de responder algu-
nas preguntas para la Revista Inter-
quorum, ya que durante mi gestión 
al frente de la Fundación Friedrich 
Ebert (FES) en Perú, tuve la oportuni-
dad de participar en la presentación 
de, por lo menos, ocho números.
Antes de venir al Perú, trabajé en 
muchos proyectos de la fundación 
en Portugal, Cabo Verde, Mozam-
bique, Sri Lanka y Chile y, por su-
puesto, en Alemania. Dicho esto, 
comento que los temas y áreas 
más importantes de trabajo siem-
pre dependieron de la situación 
en cada uno de los países, pero el 
intercambio con distintas organiza-
ciones y en especial con la de los y 
las jóvenes siempre ha sido un pilar 
de nuestras actividades.
Entonces, para la FES, como fun-
dación política, la educación cívica 
para la democracia, la justicia social 
y el desarrollo sustentable son te-
mas que tienen un rol fundamental 
en su trabajo cotidiano; es por esta 
razón que mi experiencia de coo-
peración con la Red IQ se planteó 
interesante. El trabajo de la red me 
mostró a jóvenes interesados en 

discutir sobre los conceptos po-
líticos y programáticos del país, el 
rol de su generación en la política; 
así como los mecanismos para en-
contrar formas de resolver los gran-
des desafíos que se les presentan, 
como una educación de calidad y el 
acceso universal a ella, o las opcio-
nes para alcanzar un empleo digno 
y de calidad.
Usted llega al Perú en el 2015 ¿Qué 
expectativas tenía sobre el país y 
sobre la nueva responsabilidad en-
comendada?
En mi primera visita de exploración 
al Perú, antes de asumir la direc-
ción de la FES, me encontré con 
un invierno en pleno apogeo y Lima 
me recibió con un cielo gris y bajas 
temperaturas. Confieso que esa si-
tuación no me gustó mucho y hasta 
me deprimió, pero esta experiencia 
se tornó más agradable al encon-
trarme con mis futuros colegas, con 
quienes congenié desde la primera 
reunión.
En líneas generales, tenía conoci-
mientos básicos del país, sabía que 
su economía estaba marchando 
bien, en términos macroeconómi-
cos sabía que existían dificultades 
en sus indicadores sociales y que 
su política era impredecible, pero 
que era un país con mucha histo-

ria y una gran biodiversidad, cosa 
que comprobé y disfruté durante mi 
estadía.
Nuestra oficina en Perú tiene ya 
muchos años y realiza un trabajo 
importante para promover y defen-
der el trabajo decente, la formación 
de liderazgos en democracia, el 
empoderamiento de las mujeres, el 
desarrollo sustentable, el apoyo al 
proceso de descentralización, entre 
otros temas más. También, elabora 
estudios sobre temas importantes y 
de coyuntura para que los distintos 
actores políticos y sociales discutan 
sus problemáticas y busquen solu-
ciones concertadas.
A cuatro años y medio de gestión 
¿cuál es su evaluación a nivel orga-
nizacional? ¿cuáles, bajo su punto 
de vista, han sido las principales 
contribuciones de la FES al país en 
sus principales ámbitos de inter-
vención?
Desde la FES hemos acompañado 
procesos muy importantes, como 
por ejemplo el de descentralización 
o el de la formación de las manco-
munidades, particularmente la de 
la Mancomunidad de los Andes. 
Discusiones descentralizadas so-
bre las actividades extractivistas y 
sus impactos en los territorios en 
los que se realizan; así como sobre 
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los conflictos socioambientales. No-
sotros no buscamos únicamente la 
discusión del problema, también pro-
piciamos que los actores dentro del 
territorio dialoguen sobre la búsqueda 
de soluciones.
La fundación ha propiciado diversos 
diálogos políticos en varias ciudades 
del Perú referidos a los límites y alter-
nativas al modelo económico vigente. 
También trabajamos acompañando el 
fortalecimiento y la capacidad de pro-
puesta de las mujeres trabajadoras; 
además de apoyar procesos formati-
vos a través de la “Escuela de Gestión 
Política” en Arequipa y el Interquorum, 
para transferir los valores y principios 
de la justicia social que permitan for-
talecer la democracia.
Sobre lo personal, me gustaría co-
mentar que, al término de mi gestión 
en la FES Perú, pude comprobar va-
rias cosas, la comida peruana es for-
midable, la historia y su naturaleza 
deslumbrante, su política impredeci-
ble y muy complicada y lo mejor de 
todo, su gente. Esas son algunas de 
las cosas que enriquecen la experien-
cia de desarrollar mi trabajo en distin-
tos países.

Sobre la relación de la FES con la Red 
IQ ¿Qué puntos le parecen resaltan-
tes?
Para la Fundación Friedrich Ebert en 
el Perú la cooperación con la Red In-
terquorum es muy importante y por 
eso existe una alianza estratégica 
entre las dos instituciones que tiene  
larga data. Consideremos que la Red 
IQ fue un proyecto que la FES inició 
hace más de 30 años, una experien-
cia que se construyó y creció en todo 
el territorio nacional y algunos países 
vecinos (Ecuador, Bolivia, Chile, Co-
lombia), y que, además, permite com-
partir principios y valores de la justicia 
social. Ahora la Red IQ ha conseguido 
su propia institucionalidad y mantiene 
su funcionamiento y estructura nacio-
nal.

Pienso que la red, hoy en día, es una 
de las instituciones de jóvenes con-
trapartes nuestras con más años de 
existencia. Pero no es solamente su 
funcionamiento lo importante, ya que 
lo más resaltante está en los valores 
compartidos y el objetivo de apoyar la 
educación de jóvenes bajo un espíritu 
democrático y la búsqueda constante 
del consenso para la resolución de los 
conflictos.
Sobre sus procesos, me pareció una 
experiencia muy grata, en mis cinco 
años de estadía pude asistir a las 
elecciones de las y los voceros; así 
como su rotación permanente. Re-
salto también el constante impulso y 
acompañamiento de procesos que 
existe entre los participantes de los 
distintos encuentros macro regionales 
y eventos nacionales realizados cada 
año.
El éxito de la red, desde mi punto de 
vista, se halla en el gran número de 
contrapartes y representantes de las 
diversas organizaciones que se iden-
tifican y se presentan como interquo-

ristas. Me parece también, que se po-
dría enfatizar más en la transferencia 
y el intercambio de experiencias entre 
los miembros actuales y los antiguos, 
así todos se beneficiarían de expe-
riencias enriquecedoras.

Por otro lado, no quiero dejar de agra-
decer a todos las y los jóvenes de la 
red que contribuyen activamente en la 
organización y realización de las acti-
vidades de la FES en muchas ciuda-
des del país.

¿Después de su partida qué nuevos 
retos asumirá?

Parto para asumir un nuevo puesto 
de la FES en México, allí está la sede 
del Proyecto Regional Transforma-
ción Social-Ecológica, un tema que 
se presentó en el número 25 de la 
Revista Interquorum. Nueva Genera-
ción. Pueden estar seguros de que 
siempre recordaré la buena coopera-
ción con todos los y las jóvenes de la 
red, también espero que se presenten 
muchas posibilidades de mantener el 
contacto y la cooperación.u

Entrevista




